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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 4 de mayo de 1993, 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria mañana miércoles 5, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Exposición de una hora del señor Senador Jaime Pérez 
sobre “Situación de la Industria y políticas de em- 
pleo”. 


(Carp. N* 1088/93) 
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13 y 17) Señora Lida Melba Benavídez Tabarez. Pen- 
sión graciable. Proyecto de ly ..coocoocoomons... 328 y 331 


- Se resuelve, por moción del señor Senador Cas- 
sina, declararlo urgente y considerarlo de inme- 
diato. 


- En consideración. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


14) “Organización de los Estados Americanos”. Se 
designa con este nombre a la Escuela N? 303 del 
departamento de Montevideo. Proyecto de key . 328 
- Se resuelve, por moción del señor Senador Ca- 
denas Boix, declararlo urgente y considerarlo 
de inmediato. 

- En consideración. 

- Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 

15) Situación de la industria y políticas de empleo... 329 
- Se resuelve, por moción del señor Senador Pé- 

rez postergar su exposición sobre el tema hasta 


la sesión ordinaria del próximo martes. 


16 y 18) Preservación del Medio Ambiente e Impacto 
Ambiental. Proyecto de ley o.oonononmmniinoniasaarncona 329 y 331 


- Continúa su consideración. 
- Manifestaciones de varios señores senadores. 


19) Se levanta la Sesión ...omoccomorerrrescorssmonorosesecoo 340) 


2%) Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se crean los instrumientos legales para la 
protección del Medio Ambiente e Impacto Ambiental. 


(Carp. N* 492/91 - Rep. N* 579/92) 


3%) Elección de miembros de la Comisión Permanente (ar- 
tículo 127 de la Constitución). 


4%) Elección de miembros de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo. 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 
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5%) Por el que se designa con el nombre “Profesor Roberto 
Rosso Lapenda” la Plaza de deportes de Nueva Helve- 
cia, departamento de Colonia. 


(Carp. N* 564/91 - Rep. N* 563/93) 


6”) Por el que se designa con el nombre “Juana de Ibar- 
bourou” la Escuela N* 47, de villa Santa Clara de 
Olimar, departamento de Treinta y Tres 


(Carp. N* 675/91 - Rep. N? 562/93) 


7%) Por el que se designa con el nombre “Rosalía de Cas- 
tro” la Escuela N* 79 de la ciudad de Maldonado. 


(Carp. N* 810/92 - Rep. N* 564/93) 


8% Por el que se designa con el nombre “José Joaquín 
Barrenechea” al Liceo Nocturno de la ciudad de Dolo- 
res, departamento de Soriano. 


- (Carp. N* 886/92 - Rep. N* 565/93) 


9%) Por el que se autoriza el ingreso de personal pertene- 
ciente al Ejército de los Estados Unidos de América, 
con el fin de realizar ejercicios de Infantería con uni- 
dades del Ejército Nacional. 


(Carp. N* 1017/92 - Rep. N*. 566/93) 
10) Por el que se autoriza a Sub-oficiales combatientes y 
Sargentos 1ros. a realizar cursos de capacitación en la 


Escuela Militar, que los habilitará para obtener el gra- 
do de Alférez de Intendencia. 


(Carp. N* 992/92 - Rep. N* 567/93) 


11) Por el que se eliminan trabas jurídicas a fin de facilitar 
la colocación de títulos públicos. - 


(Carp. N* 864/92 - Rep. N? 576/93) 


12) Por el que se declara de utilidad pública la expropia- 
ción de un inmueble situado en la 6ta. Sección Judicial 
del departamento de Montevideo. 


(Carp. N* 693/91 - Rep. N* 577/93) 


13) Por el que se designa con el nombre de “Juana de 
Ibarbourou” a la Escuela N* 89, de ler. Grado, del 
departamento de San José. 


(Carp. N* 930/92 - Rep. N* 580/93) 


14) Por el que se establece un nuevo régimen para los 
remates que realice la Dirección Nacional de Aduanas. 


(Carp. N* 999/92 - Rep. N? 578/93) 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 307 


15) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder 
Ejecutivo para exonerar de sus Cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 10 de mayo de 1993). 
(Carp. N* 1049/93 - Rep. N? 575/93). 


un funcionario del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. (Plazo constitucional vence el 18 de mayo de 
1993). (Carp. N* 1040/93 - Rep. N* 573/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 19 de mayo de 1993), 
(Carp. N* 1041/93 - Rep. N* 574/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 19 de mayo de 1993), 
(Carp. N” 1042/93 - Rep. N* 571/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 25 de mayo de 1993). 
(Carp. N* 852/92 - Rep. N* 586/93). 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas, 
(Plazo constitucional vence el 26 de mayo de 1993). 
(Carp. N” 1045/93 - Rep. N* 570/93). 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. 
(Plazo constitucional vence el 16 de junio de 1993), 
(Carp. N* 1053/93 - Rep. N* 569/93). 


tres funcionarios del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra. (Plazo constitucional vence el 16 de junio de 1993). 
(Carp. N* 1055/93 - Rep. N* 568/93). 


un funcionario del Ministerio de Economía y Finanzas. 
(Plazo constitucional vence el 30 de junio de 1993), 
(Carp. N* 1073/93 - Rep. N* 585/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 1? de julio de 1993). 
(Carp. N* 1075/93 - Rep. N* 584/93). 


un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura. 
(Plazo constitucional vence el 1* de julio de 1993). 
(Carp. N* 1076/93 - Rep. N* 583/93). 


un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 1? de julio de 1993), 
(Carp. N* 1079/93 - Rep. N* 582/93). 


un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca. (Plazo constitucional vence el 11 de julio 


de 1993). (Carp. N* 1084/93 - Rep. N* 581/93). 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Belvisi, Blanco, Bouzas, Brue- 
ra, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Clavijo, González Mo- 
dernell, Irurtia, Jude, Librán Bonino, Millor, Olascoaga, 
Pérez, Pereira, Ricaldoni, Santoro, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Gargano, 
Grenno y Korzeniak; con aviso, los señores Senadores Elso 
Goñi y Silveira Zavala; y, sin aviso, los señores Senadores 
Bouza y Pintos. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 09 minutos). 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 5 de mayo de 1993, 


La Presidencia de la Asamblea General remite un Mensaje 
del Poder Ejecutivo comunicando haber dictado un Decreto por 
el que se autoriza al Ministerio de Defensa Nacional Comando 
Gencral del Ejército- a efectuar la transformación de varios 
cargos de Soldado de. 1”"- en cargos de Sargento y Cabo. 


-Téngase presente. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
del Tribunal de Cuentas de la República comunicando las reso- 
luciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


De la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol 
y Portland: relacionada con el Estado de Ejecución Presu- 
puesta! del Presupuesto Operativo de Operaciones Financie- 
ras y de Inversiones, correspondiente al Ejercicio 1991, 


De la Dirección General de Casinos; relacionada con los 
estados contables de situación y resultados para los ejerci- 
cios cerrados hasta el 31 de diciembre de 1991. 


Del Banco Central del Uruguay: relativa a los Estados de 
Situación y Estado de Resultados en moneda nacional y en 
moneda extranjera al 31 de diciembre de 1990, 


De la Suprema Corte de Justicia: relativa a la reiteración 
de varias Ordenes de Entrega. 


-Ténganse presente. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje comuní- 
cando la sentencia interlocutoria dictada en autos caratulados 
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“POSE GONZALEZ, Enrique y otros c/Ministerio del Interior 
- Inconstitucionalidad”. 


-Téngase presente. 


La Cámara de Representantes remite aprobado los siguien- 
tes proyectos de ley: 


por el que se concede pensión graciable a la señora Lida 
Melba Benavídez Tabárez. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, 


por el que se declaran inaplicables a la Unidad Ejecutora 
“Inspección General de Hacienda” del Programa 003 del 
Inciso 05, las facultades atribuidas al Poder Ejecutivo por el 
artículo 15 de la Ley N* 16.320, sin perjuicio de las que le 
corresponden en materia de reordenamiento administrativo 
y funcional de la referida unidad. 


-A la Comisión de Hacienda”. 
4) EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
envío de exposición escrita. 


(Se da de la siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 169 del 
Reglamento del Senado, los señores Senadores Carlos Cassina, 
Hugo Batalla, Alberto Zumarán, Walter Belvisi, Danilo Astori, 
Leopoldo Bruera, Albá Clavijo, Dante Irurtia, Pablo Millor, 
Carlos W. Cigliuti, Carlos Bouzas, Jaime Pérez y Mariano 
Arana solicitan se curse una exposición escrita al Ministerio de . 
Industria, Energía y Minería, relacionada con un proyecto que 
estaría a estudio de ese Ministerio por el cual se prevé la fusión 
del Centro Nacional de Tecnología y Productividad Industrial a 
la Dirección Nacional de Industrias”. 


-Se va a votar si se accede a lo solicitado, 
(Se vota:) 
»15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 4 de mayo de 1993. 
Señor Presidente de la Cámara de Senadores 


Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente, 


Al amparo de lo dispuesto por el Art. 169 del Reglamento 
de esta Cámara, nos permitimos solicitarle se sirva disponer lla 
remisión al Poder Ejecutivo, concretamente al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, de esta exposición escrita, en 
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relación a un proyecto que estaría a estudio de ese Ministerio, 
por el cual se prevé la fusión del Centro Nacional de Tecnolo- 
gía y Productividad Industrial a la Dirección Nacional de In- 
dustrías. 


El Centro Nacional de Tecnología y Productividad Indus- 
“trial fue creado como un organismo paraestatal en la década del 
sesenta y transformado a partir de junio de 1973 en una depen- 
dencia estatal de carácter técnico, dependiente directamente del 
señor Ministro de Industria, Energía y Minería. 


La tarea esencialmente técnica desarrollada por este Centro 
desde su inicio, ha configurado un valioso aporte para la activi- 
dad industrial y apoyado de diversas formas la acción guberna- 
mental en este campo. 


Su área de acción está enfocada fundamentalmente a brin- 
dar apoyo al sector industrial, instrumentando para ello y pese 
a las limitaciones que ha tenido en materia de recursos -su 
presupuesto anual no excede jos U$S 200.000- una serie de 
actividades tendientes a lograr un mayor aprovechamiento de 
los recursos materiales y humanos de las empresas, así como 
cumplir diferentes cometidos que le han sido asignados por el 
propio Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


En primer término, cabe destacar que dicho Centro mantie- 
ne informado al Ministerio de Industria sobre la evolución de 
las principales ramas de actividad industrial, a través de un 
relevamiento de coyuntura que realiza bajo el nombre de Indi- 
cadores Mensuales de Actividad, teniéndose conocimiento que 
dichos estudios son asiduamente consultados por protagonistas 
de actividad privada, tales como consultores, bancos y empre- 
sarios, así como por los poderes públicos, formando parte de la 
base de datos URICIB de la Presidencia de la República. 


Otro aporte de relevante importancia para el sector indus- 
trial es el que brinda el Servicio de Información Industrial y 
Tecnológica que ese Centro viene instrumentando desde el año 
1985; dicho Servicio fue creado con asistencia internacional y 
está conectado con las principales bases. de datos mundiales, 
formando parte de redes regionales de información técnica y de 
mercado. Recientemente se ha tomado conocimiento que ese 
Servicio ha sido designado representante en nuestro país del 
Banco de Información Tecnológica de la Organización de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial, y que su poten- 
ciación se considera, por parte de ese organismo internacional, 
como uno de los pilares esenciales para alcanzar el grado de 
desarrollo científico y tecnológico requerido para impulsar la 
competitividad del sector industrial, 


Otra de las tareas de apoyo al sector industrial que realiza 


este Centro, con cooperación internacional, es su Programa de 
Desarrollo de la Calidad y Productividad, en base a la expe- 
riencia japonesa, contándose a esos efectos, desde hace más de 
tres años, con una misión de expertos de la Agencia de Coope- 
ración Internacional del Japón, Este programa ha permitido que 
se capacitaran en técnicas de gestión japonesas, decenas de 
empresarios y altos directivos de nuestra industria, ofreciendo a 
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su vez la posibilidad a técnicos uruguayos, de ir a formarse a 
ese país. 


También tenemos conocimiento que en virtud del nivel téc- 
nico alcanzado por los profesionales que se desempeñan en ese 
Centro, el Ministerio les ha encomendado importantes tareas en 
el proceso de integración regional del MERCOSUR, actuando 
tanto a nivel de los grupos de negociación como de la Comi- 
sión Sectorial del MERCOSUR, Esta actividad ha hecho que se 
esté plasmando un programa de cooperación en materia de 
calidad, productividad y tecnología con el resto de los países 
miembros del MERCOSUR, lo que permitirá elevar el nivel de 
gestión de nuestros empresarios, 


Se ha sabido, además, que la actividad de este Centro no se 
ha circunscrito solamente al área del Ministerio de Industria, 
sino que colabora en programas del Ministerio de Trabajo, de 
Cultura, de Vivienda y del de Relaciones Exteriores, en vincu- 
lación directa con la actividad que desarrolla la Cámara de 
Industrias del Uruguay. 


Por todo lo expuesto, surgen las siguientes inquietudes que 
se someten a la consulta del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería: 


1) Si es verdad que se está estudiando la absorción del 
Centro Nacional de Tecnología y Productividad Indus- 
trial, por parte de la Dirección Nacional de Industrias. 
De ser así, en base a qué programación de tareas se 
llevaría a cabo. 

2) Si se entiende conveniente que un organismo como el 

citado, que se ha acreditado internacionalmente, a través 

de la importante labor técnica desarrollada con asisten- 
cia de OIT, ONUDI, el Gobierno Español, México, Ja- 
pón, Estados Unidos, pierda su identidad. 


pd 


3) Si en la consideración de este asunto se han tomado en 
cuenta las palabras expresadas por el actual Presidente 
de la República Dr. Luis Alberto Lacalle, en ocasión de 
tratarse la Ley de Presupuesto en el año 1985, quien, 
entre Otras cosas, manifestaba lo siguiente: “Entende- 
mos que para lograr el avance tecnológico del país, es 
indispensable contar con un Centro como éste”, “cree- 
mos que el Centro Nacional de Tecnología, debería te- 
ner mayor relieve e individualidad”. 


Saludamos al Señor Presidente muy atentamente. 
Alba Clavijo, Dante Irurtia, Pablo Millor, Carlos 
Cassina, Alberto Zumarán, Carlos W. Cigliuti, 
Carlos Bouzas, Hugo Batalla, Leopoldo Bruera, 
Walter Belvisi, Danilo Astori, Jaime Pérez, Ma- 
riano Arana. Senadores”. 
5) ASALARIADOS RURALES 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a la hora previa, 
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"Tiene la palabra el señor Senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: deseaba ocuparme de 
un tema vinculado con un sector del trabajo nacional que en 
gencral y como se dice vulgarmente, resulta ser “el último 
orejón del tarro”: se trata de los asalariados rurales, con quie- 
nes he estado en contacto a través del Sindicato Unico de 
Asalariados Rurales de Canelones -que, a su vez, está relacio- 
nado con otros sindicatos del interior- que funciona en la cíu- 
dad de Las Piedras. Sus integrantes, reivindican un conjunto de 
problemas que podrían ser resueltos por vía del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, teniendo en cuenta que estas situa- 
ciones están relacionadas con reglamentaciones, leyes, etcétera 
que, en buena medida, han sido aprobadas y reconocidas por 
nuestro Gobierno en la Organización Internacional del Trabajo. 


Como ejemplo, podríamos decir que los salarios de estos 
trabajadores son fijados sin tener en cuenta en absoluto la opi- 
nión de los propios interesados ni la de los patronos. Es decir 
que el Gobierno fija las pautas salariales por decreto. Estas 
prácticas son violatorias de los Convenios N* 29 y 131 de la 
Organización Internacional del Trabajo, que establecen la obli- 
gación de proceder a una detenida consulta preliminar con las 
organizaciones interesadas más representativas de empleadores 
y trabajadores o de métodos de fijación de salarios asegurando 
que al respecto previamente se consulte exhaustivamente con 
las organizaciones de empleadores y trabajadores interesados. 


Cabe añadir que en nuestro país la Ley N* 13,426, en su 
artículo $8, prevé la fijación de los salarios de los trabajadores 
rurales, lo que perfectamente podría ponerse en funcionamien- 
to para, por lo menos, algunos sectores como, por ejemplo, el 
grupo de granja, quintas, jardines, viñedos, criaderos de aves, 
suinos y conejos, aplarios y, en general, establecimientos pro- 
ductores de verduras, legumbres, tubérculos, frutas y flores. 


- Entendemos que la medida que se podría adoptar es convo- 
car una reunión tripartita con la participación de las organiza- 
ciones más representativas de empleadores de granjas, quintas 
y viñedos, así como el Sindicato Unico de Asalariados Rurales, 
integrantes del PIT-CNT y, naturalmente, el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. 


Otro tema que quería mencionar, era el relativo al seguro de 
paro, ya que prácticamente ninguno de estos trabajadores cuen- 
ta con este beneficio, Esto genera una situación que no admite 
más dilatoria y el Gobierno, en particular el Ministerio corres- 
pondiente, tienen directa responsabilidad en su solución. Digo 
esto, porque para ello sólo se requiere el dictado de una norma, 
de acuerdo con lo que dispone el decreto-ley N* 15,180, 


Por esta vía se resolvería perfectamente la extensión del 


seguro de desempleo a los trabajadores rurales que no lo tie-. 


nen. 


El tercer elemento se refiere al Estatuto del Trabajador Ru- 
ral. La organización gremial reclama la derogación del decreto- 
ley N? 14.785 -que fue aprobado durante el gobierno de facto- 
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y pide la sanción de un nuevo estatuto que en lugar de acentuar 
las diferencias actuales extienda todos los derechos laborales y 
de seguridad social, haciendo hincapié en la protección de aque- 
llos aspectos en los cuales el trabajo rural presenta característi- 
cas especiales que hagan necesario el dictado de normas espe- 
cíficas. 


En lo inmediato, los trabajadores plantean que se deroguen 
los artículos 44 y 45 del decreto-ley N* 14.785 de 19 de mayo 
de 1978, que se refiere al desalojo del trabajador rural y su 
familia. Dichas normas establecen un plazo de apenas treinta 
días, culminado el cual por vía de la fuerza pública y una vez 
realizada la comunicación, los trabajadores rurales que han 
sido despedidos y su familia vayan a parar a la calle sin ningu- 
na clase de reparo ni norma que los proteja. 


En cuarto término, solicitan el restablecimiento de la asig- 
nación familiar para el trabajador desocupado. 


En quinto lugar, el Convenio 129 de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo -ratificado por nuestro país- establece un 
completo sistema de inspección de trabajo en el medio rural, 
que facilita el desarrollo de una importante labor no sólo de 
contralor sino también con fines educativos tanto para los tra- 
bajadores como para los empleadores y contribuye a una mejor 
aplicación de las normas laborales en el medio rural así como 
al logro de relaciones y condiciones de trabajo dignas. 


La solución a estos temas, señor Presidente, significaría un 
alivio en las condiciones de trabajo y una mejora en la relación 
con los patrones a lo largo y ancho del país, para decenas de 
miles de trabajadores que están verdaderamente desamparados. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se envíe al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
al PIT-CNT y por su intermedio al SUARA, que es la organi- 
zación gremial que agrupa a estos trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da en el sentido de que la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Pérez se envíe al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y al PIT-CNT. 

(Se vota:) 


-16 en 17. Afirmativa. 


6) CRECIENTES EN BELLA UNION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador 
Arana. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: hace pocos días tuvi- 
mos oportunidad de visitar la localidad de Bella Unión. Más 
allá de los angustiosos problemas que aquejan, prácticamente a 
la totalidad de los habitantes de ese centro poblado, habida 
cuenta de la difícil perspectiva que se avecina desde el punto 
de vista económico y social en torno a la puesta en práctica del 
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MERCOSUR y lo que significaría como colapso local la elimi- 
nación de la producción de la caña de azúcar, los vecinos de 
esa localidad nos plantearon una situación que entendemos debe 
ser atendida a nivel oficial. Dicho planteamiento está referido a 
un núcleo de familias afincadas en zonas próximas al río Uru- 
guay, cuyas propiedades se ven afectadas por crecientes que 
hasta hace pocos años eran desconocidas y que están directa- 
mente conectadas con la existencia de la represa de Salto Gran- 
de, 


A partir de la construcción de dicha represa las inundacio- 
nes, que pueden llegar a ser tres por año, han elevado la cota 
del río hasta prácticamente 1,70 metros por encima de las máxi- 
mas crecientes históricas. Ello hace que varias decenas de pro- 


pietarios de la localidad de Bella Unión -se trata, por cierto, de . 


personas de medianos recursos económicos- sean profundamente 
afectados en primer lugar en lo que tiene que ver con sus 
inmuebles, en segundo término por las perturbaciones que a 
nivel familtar generan esas crecidas del río y, en tercer lugar, 
por el riesgo para la salud y la seguridad que implican las 
crecientes, 


Esta situación se ha venido reiterando en los últimos años, 
lo que ha motivado que los propios vecinos afectados se diri- 
gieran ante la Comisión que en virtud de la Ley N* 15.845 está 
funcionando en la órbita del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. Allí se hizo notar que en dicha ley se buscó 
indemnizar a los productores ribereños perjudicados por las 
crecidas extraordinarias y discontinuas del río Uruguay genera- 
das por el embalse de la represa de Salto Grande. Los propieta- 
rios perjudicados sostienen que la ley contempla dos aspectos. 
En primer lugar, aquellos daños sufridos en el pasado y, en 
segundo término, aquellos que pudieran ocasionarse por la even- 
tual repetición de los daños en el futuro. Esa Comisión Honora- 
ría, que funciona en la órbita del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, sugirió que en la medida en que por su 
propia naturaleza no se considera capacitada para evaluar la 
situación de los desbordes sobre el casco de Bella Unión y los 
perjuicios complementarios consiguientes que surgen de las inun- 
daciones en las propiedades inmuebles, se creara una Comisión 
en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente compuesta por sus técnicos, por personas desig- 
nadas por la Intendencia Municipal de Artigas, por delegados 
de los damnificados, de la Comisión Mixta de Salto Grande y 
de la Dirección General del Catastro Nacional. De todos mo- 
dos, creemos que los reclamos que efectúan estas personas son 
muy atendibles, ya que se ven afectadas por una obra de indu- 
dable interés nacional que toda la República ha aplaudido y 
apoyado en su oportunidad, pero de cuyos perjuicios entende- 
mos debe hacerse cargo la colectividad en su conjunto, lo que 
hasta ahora no se ha llevado a cabo. 


Creemos que una indemnización acorde con la gravedad de 
esos hechos tiene que ser analizada y aceptada por el propio 
sector público. De esta forma, mediante esa indemnización eco- 
nómica, se permitiría, a los propietarios damnificados, adquirir 
una vivienda similar, en categoría y comodidades, a la que 
hasta ahora han poseído. De lo contrario, debería proporcionar- 
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se por parte del Estado las soluciones habitacionales que una 
situación tan injusta les impide tener. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se remita a los Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, a la Intendencia Municipal y a la Junta Departamental 
de Artigas y a la Junta Local de Bella Unión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da por el señor Senador Arana. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) CODICEN., Planteamiento de funcionarios integrantes 
de su inspección. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador 
Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: quiero referirme a 
un asunto relacionado con una gestión cumplida ante el CODI- 
CEN, por parte de un conjunto de funcionarios integrantes de 
la Inspección de ese organismo, en un número que no alcanza a 
47, vale decir, alrededor del 18% del total de funcionarios de 
esa categoría. 


En la última Ley de Rendición de Cuentas, en los artículos 
23, 24 y 25, se establece, entre otras cosas, que el Poder Ejecu- 
tivo y los Organismos comprendidos en los artículos 220 y 221 
de la Constitución de la República podrán conceder a los fun- 
cionarios de sus dependencias un beneficio de retiro equivalen- 
te a 15 veces la retribución mensual permanente respectiva, 
sujeta a montepío. En el artículo 24 de la mencionada ley «se 
dispone que no tendrán derecho al beneficio de retiro creado 
por la presente ley: A) los funcionarios que ocupen cargos 
electivos, políticos o de particular confianza. B) los funciona- 
rios militares, policiales y del servicio exterior, así como los 
funcionarios docentes, con excepción de los que revistan en la 
categoría Inspección de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública, a quienes se les otorgará el beneficio de retiro 
establecido en el artículo 23 con prescindencia de lo dispuesto 
en los incisos 12 y 2%, que son los que establecen las condicio- 
nes que deben reunir los funcionarios, en general, -para acceder 
a esa opción. 


En el inciso segundo del artículo 25 se establece que la 
asignación del beneficio será financiada por Rentas Generales 
en el caso de funcionarios de la Administración Central y Organis- 
mos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución de la 
República. Por esta razón, los inspectores del CODICEN que se 
presenten a jubilarse, tienen derecho al beneficio establecido 
por el artículo 22 de la última Ley de Rendición de Cuentas. 


Tal como he manifestado, se presentaron en un número de 
47 en un total de 381, repartidos por organismos desconcentra- 
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dos de la siguiente forma: 25 de Primaria, 16 de Secundaria, 
uno de la UTU y 5 de los institutos de formación docente. 
Debo aclarar que Primaria cuenta con un total de 250 Inspecto- 
res, Secundaria con 84, la UTU con 45 y los institutos de 
formación docente con 19. 


La presentación de estos profesores en el CODICEN dio 
lugar a una resolución por parte de éste en la que se establece 
que dicho Consejo no ejercerá la facultad prevista por los 
artículos 23 y 24 de la Ley N* 18.320, de 1? de noviembre de 
1992, respecto del personal inspectivo del Ente. Esto no tiene 
nada que ver con el pedido formulado por los Inspectores, para 
quienes el beneficio de retiro no es una facultad que pueda 
conceder el CODICEN sino que es un derecho que le confiere 
la ley en forma expresa. Entre las razones que adujo el CODI- 
CEN para tomar esta resolución, está la de que estos funciona- 
rios no-tienen ninguna condición para poder jubilarse, en virtud 
de que no están comprendidos en ella. Asimismo, expresó que 
se estimula la salida del personal con la consiguiente afectación 
en la estructura y funcionamiento de servicios, porque de acce- 
derse a los planteamientos de retiro se provocaría un vacío en 
los niveles superiores del escalafón docente, lo que acabo de 
probar que no es verdad. 


Más adelante se dice que la norma legal excluye a los 
docentes en general, lo que es cierto, porque aquélla se refiere 
al caso concreto de los Inspectores. Además, se expresa que en 
otras Rendiciones de Cuentas ya se les han dado otros benefi- 
cios a estos funcionarios. Efectivamente, lucgo de que se apro- 
bó esta ley y antes de que el CODICEN dictara la resolución a 
que he aludido, se presentaron los miembros de dicho órgano 
ante el Parlamento y se entrevistaron con miembros de las 
Comisiones de Educación y Cultura de ambas Cámaras. En esa 
instancia, presentaron esta información referida a las razones 
por las cuales no se les otorgaba el beneficio correspondiente. 


Sin embargo, el imperativo de la ley es claro, porque dice 
que dicho beneficio se les otorgará. Además, se expresa que 
deberá ser abonado dentro de los 60 días. Asimismo, establece 
que este beneficio deberá ser con cargo a Rentas Generales, 
agregándose que no se deberán suprimir los cargos de Inspecto- 
res. Esto significa que el CODICEN, para reemplazar $0 ins- 
pectores en 800, tiene toda la facultad legal que necesita y 
todas las libertades del caso. No obstante, la mayoría de los 
miembros del CODICEN -esta resolución se tomó por mayoría 
de votos- se niega a aplicar los artículos aludidos, entendiendo 
que está facultado por el texto para adoptar tal posición. Sin 
embargo, ello no es así por lo ya dicho y porque, sin duda, la 
aplicación de dichas disposiciones no afecta en absoluto los 
recursos presupuestales de la Enseñanza Pública, ya que los 
"paga Rentas Generales. Además, se refiere solamente a los 
inspectores en actividad, porque la ley dice de modo indicativo 
que este beneficio afectará a los inspectores que revistan en la 
categoría Inspección. Quiere decir que los que se nombren 
después de esta fecha, no estarán comprendidos dentro de los 
beneficios que otorga la ley invocada por el CODICEN. 
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Considero que este es un hecho singular, insólito y absurdo, 
un órgano administrativo que debe resolver una solicitud de sus 
funcionarios, en lugar de aplicar ta ley, la juzga. 


El órgano administrativo tiene la obligación de fallar según 
la ley, y no de criticar para no fallar a favor del reclamo 
comprendido y amparado por ésta. No se puede concebir que el 
CODICEN dedique en la resolución todos sus Considerandos a 
decir que la ley no es buena, que no debió haberse promulgado 
y que no es legítimo que haya personas que puedan gozar de 
los beneficios establecidos en la misma. Esta resolución fue 
tomada por una mayoría de tres miembros en cinco que, en 
lugar de fallar según la ley, lo hace en contra de los reclaman- 
tes, porque no considera que sea una buena ley. Esto es, desde 
el punto de vista jurídico -con permiso de los señores técnicos 
y jurisperitos que están presentes- un acto inadmisible. 


Considero que este problema puede solucionarse ya que no 
es un tremendismo. Del total de los inspectores de los tres 
Órganos desconcentrados que se retiran, se han presentado me- 
nos de 50; no se llega ni al 18%. 


El CODICEN tiene. plenas facultades para reemplazar a 
esos inspectores. No tiene que pagar absolutamente nada por- 
que eso corre por cuenta, según la ley, de Rentas Generales y, 
no se está creando ningún vacío en la Administración. Además, 
el CODICEN no puede eludir la ley, sino que tiene que cum- 
plirla. Lo que sí puede hacer, de acuerdo con las facultades que 
le corresponden como órgano jerarca de la Administración, es 
iniciar las gestiones pertinentes para mejorar la ley, si ésta no 
le parece buena. Pero es el Parlamento el que debe cambiarla. 
Sin embargo, el CODICEN debe cumplirla -reitero- mientras 
esté vigente, 


SEÑOR CASSINA. - Apoyado. 


SEÑOR CIGLIUTI. - No se puede aceptar que los profeso- 
rcs sean tomados como rehenes del CODICEN “cuando tres 
miembros en cinco mantienen una resolución completamente 
arbitraria. No puedo emplear un término más liviano, pero me 
parece que esto es un exceso inadmisible e intolerable. 


Considero que si todos no defendemos el cumplimiento de 
las leyes, empezamos entonces a transitar un camino muy peli- 
groso. El CODICEN ha actuado de esa manera y lamentable- 
mente parece que no fuera el único caso, 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida al Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da en el sentido de que la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por el señor Senador Cigliuti se remita al Conse- 
jo Directivo Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. 


(Se vota:) 
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-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Aplausos en la Barra) 


-La Barra no puede hacer manifestaciones y si insiste en 
hacerlas, tendrá que ser desalojada, 


8) DIRECCION NACIONAL DE ASISTENCIA SOCIAL 
POLICIAL, Aportes de retirados y pensionistas. Pro- 
yecto de ley, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Alvaro Alonso Tellechea presenta con 
exposición de motivos un proyecto de ley por el que se autoriza 
a la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial a dispo- 
ner de hasta el 20% del aporte de retirados y pensionistas del 
Fondo de Tutela Social Policial para gastos de funcionamiento 
de inversión”. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


dor. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Es simplemente para 
solicitar que se reparta este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
del señor Senador Alonso Tellechea, 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


9) INSPECCION GENERAL DE HACIENDA. Disposi- 
ciones del artículo 15 de la Ley N* 16,320. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. : 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Señor Presidente: la Cámara de Sena- 
dores acaba de recibir un proyecto de ley que cuenta con media 
sanción de la Cámara de Representantes, por el cual 'se decla- 
ran inaplicables a la Inspección General de Hacienda las facul- 
tades que en noviembre del año pasado fueron conferidas al 
Poder Ejecutivo, “sin perjuicio” -dice la ley- “de las facultades 
del Poder Ejecutivo en materia de reordenamiento administrati- 
vo y funcional tendiente a la mejora de gestión de la unidad 
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referida, la que mantendrá las competencias y facultades que 
las leyes le han conferido y cuya opinión le será requerida 
previamente a la mencionada organización”. 


He leído parte del texto. Este es un asunto que ha causado 
verdadera conmoción, no sólo en el ámbito del Ministerio de 
Economía y Finanzas, sino también en la opinión pública. La 
supresión de una Oficina que tiene larga data y que ha funcio- 
nado siempre con honestidad y eficiencia, parece no tener pre- 
cedentes y debe ser motivo de atención preferente por parte del 
Senado. Hasta donde llega el conocimiento público de los he- 
chos, ya se está procediendo a desmantelar las oficinas de la 
Inspección General de Hacienda, como si nada lo pudiera im- 
pedir, consumándose un acto que, a mi entender -y creo estar 
interpretando el pensamiento de la mayoría- se debería evitar 
por el interés del país, del Ministerio a que pertenece y de los 
funcionarios que la componen. 


Parecería que la disposición se ha tomado en forma arbitra- 
ria, no obstante las facultades legales, porque no se escuchó a 
los jerarcas de la Oficina y porque el decreto en sí mismo 
parece que contiene algunas irregularidades. La Cámara de Re- 


* presentantes le prestó aprobación en la noche de ayer por gran 


mayoría y tenemos la impresión de que si no existe una aten- 
ción parlamentaria inmediata, la resolución que ha ganado el 
espíritu de la mayoría de los legisladores en el sentido de tratar 
de evitar que este despropósito se consuma, podría no plasmar- 
se. 


En consecuencia, propongo que el Senado trate el proyecto 
de ley venido con media sanción de la Cámara de Representan- 
tes de inmediato, con carácter urgente, para lo cual se necesita 
mayoría absoluta, es decir, 16 votos. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La moción no admite discusión, 
señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - Pero ya se discutió, señor Presiden- 
te, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Simplemente, el mocionante ha 
fundado la moción. El literal B) del artículo 66 del Reglamento 
de la Cámara de Senadores expresa: “No admiten discusión, 
pudiendo fundarlas los mocionantes sólo durante cinco minu- 
tos, las siguientes cuestiones de orden:”, que es lo que ha hecho 
el señor Senador Cigliuti. Y más adelante dice: “5. La declara- 
ción de urgencia”. De manera que sobre este aspecto el Regla- 
mento es muy claro, 


Se va a votar la moción de orden formulada por el señor 
Senador Cigliuti en el sentido de que se declare urgente la : 
consideración del proyecto de ley remitido por la Cámara de 
Representantes en cuyo mérito se declaran inaplicables a la 
Unidad Ejecutora “Inspección General de Hacienda” las dispo- 
siciones del artículo 15 de la Ley N* 16,320 de 1* de noviembre 
de 1992. 
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(Se vota:) 

-17 en 23, Afirmativa. 

Se pasa a considerar el proyecto de ley cuya urgencia se 
votó: “Proyecto de ley por el que se declaran inaplicables a la 
Unidad Ejecutora “Inspección General de Hacienda” las dispo- 
siciones del artículo 15 de la Ley N? 16,320 de 1% de noviembre 
de 1992”. 

(Antecedentes:) 


“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 


nado el siguiente 
- PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?. - Decláranse inaplicables a la Unidad Ejecuto- 
ra “Inspección General de Hacienda” del Programa 003 del 
Inciso 05, Ministerio de Economía y Finanzas, las facultades 
atribuidas al Poder Ejecutivo por el artículo 15 de la 


Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992, sin perjuicio de. 


las facultades del Poder Ejecutivo en materia de reordenamien- 

to administrativo y funcional tendiente a la mejora de gestión 
de la unidad referida, la que mantendrá las competencias y 
facultades que las leyes le han conferido y cuya opinión será 
requerida previamente a la mencionada reorganización. 


Art. 2%, - La presente ley tendrá efecto desde la vigencia 
del artículo 15 de la Ley N* 16,320, de 1% de noviembre de 
1992. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 4 de mayo de 1993, 


Luis A. Heber - 
Presidente” 


Horacio D, Catalurda 
Secretario 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se Ice) 

-En discusión general, 

SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: comenzamos nues- 
tra exposición en una situación muy particular, en razón de que 
hace breves instantes se ha procedido a repartir este proyecto 
de ley cuya urgencia ha solicitado el señor Senador Cigliuti. 


Resulta muy difícil en la tarea legislativa, al tratarse un 
tema realmente complicado y profundo, ingresar rápidamente a 
su consideración y dar razones que puedan estar asentadas en 
un estudio adecuado, 
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El planteamiento de este tema en la forma en que se ha 
hecho, creemos que no se compadece con la realidad ni con las 
exigencias de las tareas legislativas. No es bueno legislar bajo 
el apremio de la urgencia, ni tampoco lo es a los efectos de ir 
superando situaciones que se generan como consecuencia de la 
aplicación de una ley, que si bien tiene, como todas, una natu- 
raleza similar, posee la particularidad de ser una Ley de Rendi- 
ción de Cuentas. Por esa razón, es también una ley que tiene 
los elementos caracterizantes derivados de la circunstancia de 
rendir cuentas de la ejecución del presupuesto. Decimos esto 
porque queremos centrar de manera fundamental nuestro razo- 
namiento, en el sentido de que no corresponde que esta dispo- 
sición sea tratada y aprobada como se ha hecho. Se trata de una 
norma típica de carácter presupuestal que está regulada en 
forma muy precisa por la Constitución de la República a través 
de disposiciones -que no vamos a citar- muy conocidas por los 
señores senadores. Durante los dilatados trámites que a nivel 
parlamentario insume la consideración del Presupuesto y de las 
Rendiciones de Cuentas, en forma reiterada se hace referencia 
a las disposiciones constitucionales que conforman la estructu- 
ra básica de las leyes que puedan ser aprobadas por el Parla- 
mento en los plazos establecidos. 


El Poder Ejecutivo está aplicando una norma de la Rendi- 
ción de Cuentas que lo habilita no sólo a tomar esta determina- 
ción con referencia a la situación de una Unidad Ejecutora -en 
este caso, se trata de la Inspección General de Hacienda, Pro- 
grama 003 del Inciso 05, es decir, correspondiente al Ministe- 
rio de Economía y Finanzas- sino que también le otorga la 
facultad de reducir el gasto público, cerrar oficinas, y actuar 
frente a todo aquello que le impida cumplir con la actividad de 
la Administración, 


Con respecto a esta Unidad Ejecutora, se ha considerado 
que no debía corresponder la decisión adoptada por el Poder 
Ejecutivo. En tal sentido, se han dado razones, las cuales nos 
han llegado a través de la prensa y no de la discusión parla- 
mentaria o de los estudios del Senado, puesto que este tema 
recién ingresa al conocimiento de los señores senadores. 


Queda claro, entonces, que la fuente de información es de 
carácter periodístico y no la normal, la propia y adecuada de 
todo trabajo parlamentario. Lo correcto sería que el proyecto, 
una vez ingresado al Cuerpo, se enviara a la Comisión respecti- 
va a fin de que lo analice, pida los informes correspondientes, 
reciba los debidos asesoramientos para que luego el Senado 
proceda a su consideración, 


En consecuencia, advertimos que estamos en una situación 
muy particular y muy llamativa. Se dice que existen razones de 
urgencia porque habría ciertos procedimientos de carácter ma- 
terial que obligarían a actuar con rapidez en la aprobación de 
este proyecto. Al respecto, creemos que en materia legislativa 
no es adecuado manejarse por voces, informaciones, solicitu- 
des o planteamientos. Concretamente, entendemos que la fun- 
ción legislativa tiene otro alcance, nivel, profundidad y exigen- 
cias. 
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Por lo expuesto, cabe indicar que no es conveniente el pro- 
cedimiento de la urgencia que aquí se aplica y que, además, 
tiene la particularidad -y se podría sostener que conduce a la 
concreción material del avasallamiento- de que no se toman en 
cuenta disposiciones constitucionales muy claras. 


Recordamos que estos artículos fueron votados en la Rendi- 
ción de Cuentas y para su aprobación hemos actuado de acuer- 
do a los artículos 214 y 215 de la Constitución de la República, 


Por otro lado, debemos manifestar que nos llama la aten- 
ción que en este proyecto de ley que estamos viendo -no digo 
estudiando, porque ya me expresé acerca de la situación espe- 
cial en la que nos encontramos- en su artículo 1%, se hace 
referencia solamente al artículo 15 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992 -es decir, la de Rendición de Cuentas- 
cuando no es solamente éste cl que tiene que ver con la supre- 
sión de cargos públicos dentro e este conjunto normativo. Re- 
cordamos que para suprimir empleos y servicios públicos, de 
acuerdo con el artículo 86 de la Constitución es necesaria la 
iniciativa del Poder Ejecutivo y su aprobación en una Ley de 
Presupuesto, puesto que éste interviene como un colegislador 


obligado que no podemos soslayar. No obstante ello, mediante: 


una expresión que no es nueva, que la comparamos con épocas 
pasadas -no debemos eludir esa comparación porque hace años 
que estamos en la actividad legislativa- se pretende introducir 
una tendencia a nivel del Poder Legislativo en el sentido de 
promover iniciativas, atribuyéndose facultades que son propias 
del Poder Ejecutivo. A nuestro juicio, es claro que el Parklamen- 
to no tiene las facultades que se pretenden ejercer a través de 
esta disposición, porque es evidente que falta la presencia del 
Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, ha quedado muy en claro que este punto sólo 
puede ser considerado en una Ley de Presupuesto o de Rendi- 
ción de Cuentas. 


A través de la urgencia, del apremio que existe en el am- 
biente parlamentario por voces que se elevan desde algunas 
oficinas donde se señala que se está llevando a cabo determina- 
da desmantelación o desalojo, nos encontramos ante una situa- 
ción que consideramos no es la más adecuada, ni debe ser 
alentada, pues afecta el trabajo legislativo. 


Queremos que se entienda que no nos negamos a la consi- 
deración de fondo de este tema ni de todos aquellos que con él 
puedan confluir, sino que simplemente nos oponemos -y por 
ello hemos realizado la observación consiguiente- al procedi- 
miento utilizado, a través del cual se. solicita el análisis inme- 
diato del proyecto, sin tener en cuenta las disposiciones de la 
Constitución de la República. Además, lamentablemente, ob- 
servamos que se reitera una conducta que tiende a desconocer 
las facultades y las competencias que tiene el Poder Ejecutivo 
en materia presupuestal. 


En realidad, realizamos estos cuestionamientos a fin de ex- 
hortar a que no se continúe por este camino, 


CAMARA DE SENADORES 


€.S.- 315 


Por medio de una disposición reglamentaria -que nosotros 
respetamos- observamos que una vez solicitada la urgencia de 
un proyecto, no es posible hacer otra cosa que expedirse a 
través del voto. El resultado de la votación nos muestra que no 
contamos con las mayorías necesarias como para solicitar, sim- 
plemente, que se realice un estudio de estas normas ya que por 
su contenido, alcance y naturaleza, así como por la afectación a 
la Constitución, son merecedoras de dicho análisis. Sin embar- 
go, los votos nos están dando una respuesta negativa, con la 
particularidad que tiene en relación con la urgencia en los 
trámites parlamentarios. Hace pocos días, y por razones que se 
vinculan a la avalancha de planteamientos e ideas con respecto 
a la reforma electoral y constitucional, lo cual, a su vez, se 
relaciona con todo lo relativo a los partidos políticos, hemos 
tenido oportunidad de releer algunos de los proyectos que en la 
época del gobierno de facto -posiblemente ellos fueron presen- 
tados en esta misma Sala y, seguramente, aquí fueron funda- 
mentados y defendidos- se consideraron en materia de reforma 
constitucional. Ellos fueron elaborados por los siguientes ciu- 
dadanos: doctores Aparicio Méndez, Alberto Demicheili y José 
Antonio Varela. Todos estos proyectos llevan incluidos una 
impronta que les es común, porque dan la impresión de que la 
tarea legislativa es fatigosa; que además de ser fatigosa es 
también lenta; que absorbe demasiado tiempo, y, por lo tanto, 
no vale la pena discutir los asuntos, porque la inteligencia hu- 
mana es tan superior que simplemente con elaborar algo aican- 
za para que esté en condiciones de ser aprobado. 


Por otro lado, en estos proyectos presentados por las perso- 
nas qué he mencionado, se mantiene una constante que es la de 
reducir el número de integrantes de ambas Cámaras y, si es 
posible, unificar todo en un solo Cuerpo, que podrá tener, tam- 
bién, la posibilidad de actuar en determinados asuntos con cier- 
ta competencia. Al mismo tiempo, al Poder Ejecutivo se le 
dejaba la facultad de emitir decretos en los casos de urgencia; 
por lo tanto, la tarea legislativa se limitaría a rendir algún 
homenaje o hacer alguna referencia sin mayor trascendencia. 
Actualmente, y debido a la práctica que se viene aplicando en 
el sentido de que las Comisiones de las dos ramas del Legislati- 
vo se reúnen para tratar el mismo asunto -esto a efectos de 
acelerar el trabajo parlamentario- vemos que con este sistema 
se ingresa a la situación que he planteado. Según la informa- 
ción que poseemos, esto fue aprobado en el día de ayer por la 
Cámara de Representantes, y ahora se solicita que el Senado lo 
apruebe en esta sesión. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido excusas al señor Senador Santo- 
ro por interrumpir su disertación oponiéndose a un proyecto 
cuya urgencia acabamos de votar, en uso de un legítimo dere- 
cho; quizás yo haya asociado. incorrectamente las expresiones 
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del señor Senador Santoro, porque es reconocida su larga expe- 
riencia y la claridad con que se expresa. No obstante, hace un 
momento manifestó que con motivo de “está avalancha de in- 
tentos de reforma constitucional”, había estado leyendo antece- 
dentes, e inmediatamente comenzó a hablar sobre iniciativas de 
reforma constitucional, había estado leyendo antecedentes, e 
inmediatamente comenzó a hablar sobre iniciativas de reforma 
constitucional que había considerado el Consejo de Estado en 
la época de la dictadura. Seguramente no fue ésta la intención 
del señor Senador Santoro, pero después de escuchar referen- 
cias a intentos o ideas de reforma constitucional -con lo que se 
hace algún tipo de comparación- manejados a nivel del Conse- 
jo. de Estado, quiero afirmar terminañtemente -con seguridad el 
señor Senador va a estar de acuerdo- que los que estamos 
trabajando en este momento en forma organizada, en torno al 
tema de la reforma constitucional, somos cuatro grupos políti- 
cos y siempre hemos manejado criterios que nada tienen que 
ver con lo que estuvo citando el señor Senador Santoro en 
materia de ideas que circularon, en el Consejo de Estado, para 
reformar la Constitución de la República. 


Le pido nuevamente excusas, pero me parecía necesario 
aclarar este aspecto, que estoy seguro no estuvo en su pensa- 
miento. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Nos adelantamos a señalar que no 
estuvo en nuestra intención, en nuestro pensamiento ni en nues- 
tra voluntad, el asociar los actuales proyecto de reforma de la 
Constitución con episodios que nosotros estábamos recordando, 
Al mismo tiempo, si analizamos nuestra vida política, observa- 
mos que hemos intervenido en casi todas las reformas de la 
Constitución, y creo que casi todos los uruguayos somos refor- 
mistas, porque el texto constitucional responde a una estructura 
del Estado y, en consecuencia, es lícito que exista una especie 


de voluntad política permanente en este sentido, Evidentemca:. 


te que todo debe ser acompasado de acuerdo con los tiempos 
políticos y con los intereses del país, pero la Constitución es 
una ley y por eso es pasible de reformas. 


Por otro lado, quiero señalar -adelanto que no se trata de 
ninguna travesura- que realmente encontré en el proyecto del 
doctor Aparicio Méndez muchos aspectos que actualmente han 
tomado vigencia y que no están mal, porque no son de tipo 
dictatorial ni reflejan una expresión de prepotencia o disminu- 
ción, Incluso, algunas ideas como pueden ser la de separar las 
elecciones nacionales de las municipales están contenidas tam- 
bién allí, y lo mismo ocurre con el tema vinculado al régimen 
de proporcionalidad. Quiere decir que son temas constantes en 
la realidad política del Uruguay, que también en aquel momen- 
to fueron considerados y recogidos en textos que se redactaron 
en aquellas circunstancias. 


'Superado este episodio, finalizamos exhortando al Cuer- 
po -o a quienes integran la mayoría circunstancial de la sesión 
de hoy- que acceda a quienes estamos -esto tiene visos de algo 
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muy singular- en la condición de oficialistas en este Senado 
podamos estudiar un proyecto de ley. Simplemente, estamos 
pidiendo que se nos permita, repito, estudiar un proyecto, y no 
es otra cosa lo que pretendemos. Esta petición no nos conmuc- 
ve en el sentido de disminuirnos en nuestra condición de inte- 
grantes del sector de Gobierno, sino que lo hacemos en uña 
expresión de lo que debe ser el trabajo legislativo. Además, 
estoy seguro de que esto forma parte del convencimiento de los 
señores senadores que integran este Cuerpo. Deseamos que se 
nos permita analizar este proyecto, y que no se nos obligue a 
decir que no, por la sencilla razón de que la avalancha del 
tiempo y la urgencia nos quita la posibilidad de razonar ade- 
cuadamente. 


De todos modos, aunque finalmente votemos por la negati- 
va, por lo menos habremos podido concurrir a su estudio y 
aportar algunas ideas o consideraciones que permitan encontrar 
una solución más adecuada que la que aquí se propone. 

Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


10) INTEGRACION DEL CUERPO 

SEÑOR PRESIDENTE. - Evidentemente, ha habido distin- 
tas alusiones, pero por un problema de integración del Cuerpo, 
corresponde primero dar entrada a una comunicación que ter- 
mina de recibirse de la Corte Electoral, 

Dése cuenta de una nota remitida por la Corte Electoral. 


(Se da de la siguiente:) 


“La Corte Electoral remite nota comunicando que ha desig- 
nado al suplente del señor Senador Gargano”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
“CORTE ELECTORAL 
Montevideo, 5 de mayo de 1993, 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 


Señor Presidente: 
Se remite adjunto, copia del acta de proclamación N* 6828. 


Saludo al señor Presidente con mi más distinguida conside- 
ración. 


Juan Carlos Furest 
Margarita Reyes Galván Presidente 


Secretaria Letrada 
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Acta N* 6828 


En Montevideo, a los cinco días del mes de mayo de mil 
novecientos noventa y tres, siendo las 15 y 15 horas se reúne en 
su sede en sesión extraordinaria la Corte Electoral. 


Asisten los señores don Juan Carlos Furest, doctor don Her- 
nán Navascués, doctor don Santiago 1. Rompani, doctor don 
Aricl de la Sierra, don Luis Alberto Núñez Connio, don José 
Mario Orlando Dacal y don Ricardo Pacheco Herrera. 


Preside el señor don Juan Carlos Furest. 
Actúa en Secretaría la doctora Margarita Reyes Galván. 


Abierto el acto el señor Presidente da cuenta que ha recibi- 
do una nota de la Cámara de Senadores, por la que solicita se 
proceda a la proclamación de nuevos suplentes de la lista de 
candidatos encabezada por los señores Danilo Astori y Reinal- 

. do Gargano, correspondiente al sub lema “Unidad y Pluralismo 
Frenteamplista” del Partido Frente Amplio, en razón a que el 
señor Senador Reinaldo Gargano ha solicitado licencia que da 
lugar a la convocatoria de suplente, habiendo manifestado, su 
voluntad de no aceptar por esta vez, ninguno de los candidatos 
electos y proclamados conforme a lo establecido .en los artícu- 
los 12 y 13 de la Ley N* 7912, de 22 de octubre de 1925, 
Complementaria de la de Elecciones. 


En mérito a estas consideraciones se dicta la siguiente reso- 
lución: 


Visto: La licencia solicitada por el Senador electo por la 
lista de candidatos encabezada por los señores Danilo Astori y 
Reinaldo Gargano del sub lema “Unidad y Pluralismo Fren- 
teamplista” del Partido Frente Amplio señor Reinaldo Gargano 
y el haber manifestado su voluntad de no aceptar por esta vez, 
los suplentes proclamados. 


Atento: Que a la referida lista de candidatos a la Cámara de 
Senadores en el sub lema “Unidad y Pluralismo Frenteamplis- 
ta” del Partido Frente Amplio ordenada de acuerdo al sistema 
respectivo de suplentes, en la elección realizada el 26 de 
noviembre de 1989, se le adjudicaron dos cargos por cocien- 
te entero, habiendo sido proclamados titulares los candidatos 
N? 1, señor Danilo Astori y suplentes señor R. Gargano, señor 
J. Korzeniak y señor Jorge Gamarra y N* 2 señor Reinaldo 
Gargano y suplentes, señor J. Korzeniak, señor J. lrisity y señor 
Gonzalo Fernández. 


Atento: Que ante la solicitud de licencia solicitada por par- 
te del Senador Reinaldo Gargano, ante la manifestación de 
voluntad de no aceptar por esa vez los suplentes proclamados, 
la Corporación en sesión de fecha 21 de abril del corriente 
proclamó titular a la Cámara de Senadores al tercer candidato 
de la lista encabezada por los señores Danilo Astori y Reinaldo 
Gargano. 


Atento: A que la hipótesis de “agotamiento de la lista” 
prevista en el artículo 17 de la Ley N* 7912, de 22 de octubre 
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de 1925, debe entenderse no en el sentido restrictivo que impli- 
caría admitir que se refiere a los casos de ausencia definitiva de 
los titulares y suplentes proclamados, sino atendiendo a la in- 
tención del legislador y coordinando mediante una integración 
lógica de dicho texto, con normas posteriores (artículo 116 
inciso 2 de la Constitución; Ley N* 10.618 de 24 de mayo de 
1945), dado que lo que se procura es que una lista no quede sin 
la debida y necesaria representación por ausencia de los titula- 
res y suplentes proclamados. 


Considerando: Que la situación entendida legalmente como 
de agotamiento se verifica tanto cuando la ausencia del titular 
es definitiva, como cuando ella se limita a un determinado 
lapso. 


La Corte Electoral decreta: 


D Proclámase titular a la Cámara de Senadores al cuarto 
candidato de la lista encabezada por los señores Danilo Astori 
y Reinaldo Gargano del sub lema “Unidad y Pluralismo Fren- 
teamplista” del Partido Frente Amplio, señor Jorge lrisity y 
suplentes en orden respectivo a los candidatos Sres. A. Clavijo 
y José Pereira. 


ID) Dichas proclamaciones se hacen con carácter temporal y 
por el término de la licencia concedida al señor Senador Rei- 
naldo Gargano en el concepto de que se han cumplido las 
condiciones establecidas en el artículo 1? de la Ley N* 10.618, 
de 24 de mayo de 1945. 


11D) Comuníquese a la Cámara de Senadores. 
Leída el acta que antecede es aprobada por unanimidad, 


suscribiéndose de inmediato por los señores Ministros de la 
Corte Electoral por ante el Secretario Letrado. 


Hernán Navascués Juan Carlos Furest 
Vice-Presidente Presidente 
Ariel de la Sierra Santiago 1. Rompani 
Ministro Ministro 
José Mario Orlando Dacal Luis Alberto Núñez Connio 
Ministro Ministro 
Ricardo Pacheco Herrera Margarita Reyes Galván 
Ministro Secretaria Letrada” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Teniéndose presente lo comuni- 
cado por la Corte Electoral y no habiendo sido aceptada la 
convocatoria que oportunamente le fue hecha al titular procla- 
mado por la Corte Electoral, señor Jorge Irisity, para suplir en 
su cargo al señor Senador Gargano y considerando que la doc- 
tora Alba Clavijo está integrando el Cuerpo, corresponde con- 
vocar -y así se ha hecho- al restante suplente proclamado, señor 
José Pereira. Si se encontrare en antesala, se le invita a pasar al 
hemiciclo para prestar el juramento reglamentario e integrarse 
al Cuerpo. 
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(Entra a Sala el señor José Pereira) 


-Se invita a los señores senadores y a la Barra a ponerse de 
pie, 


Señor José Pereira: ¿Jura usted desempeñar debidamente el 
cargo de Senador y obrar en todo conforme a la Constitución 
de la República? 


SEÑOR PEREIRA. - SÍ, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Jura usted guardar secreto en 
todos los casos en que sea-ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General? 


SEÑOR PEREIRA. - SÍ, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda usted investido en el car- 
go de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 


11) INSPECCIÓN GENERAL DE HACIENDA. Disposi- 
ciones del artículo 15 de la Ley N* 16.320. Proyecto de 


ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Continúa la consideración del pro- 
yecto de ley referido a la Inspección General de Hacienda. 


El señor Senador Cigliuti había pedido la palabra para con- 
testar una alusión. Pero, como en cierto sentido la Mesa se ha 
sentido también aludida, quiere hacer una brevísima precisión 
de carácter reglamentario. 


La Presidencia obviamente no tiene otra alternativa que 
hacer cumplir el Reglamento. Este es claro cuando dice que no 
admite discusión una moción de orden que implica una decla- 
ración de urgencia. No obstante, tiene razón el señor Senador 
Santoro al expresar que si se considera y se trata un proyecto 


sobre tablas, quien no lo conociere antes, no tiene oportunidad. 


de estudiarlo. De todos modos, el propio Reglamento arbitra 
procedimientos por la vía de las cuestiones de orden, que per- 
miten subsanar esta situación. El literal d) del artículo 66 per- 
mite que se haga una moción en el sentido de suspender o 
aplazar el debate o el pase a Comisión del asunto que se consi- 
dere. Luego de comenzar la discusión general de un proyecto 
de ley cuya consideración se declara urgente, cualquier senador 
queda habilitado para actuar en ese sentido. Además, esas cues- 
tiones de orden sí admiten discusión. 


Tiene la palabra para contestar una alusión el señor Senador 
Cigliuti. 


-SEÑOR CIGLIUTT. - Señor Presidente: la moción de us- 
gencia que presenté y que votó el Senado no demuestra sola- 
mente la voluntad del Cuerpo, a pesar de ser una votación 
expresiva, ya que 17 senadores en un total de 22 votaron para 
tratar de inmediato el tema, 
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Esta cuestión que se va a considerar de inmediato -y que 
espero sea sancionada por el Senado- no cierra ningún camino 
para la discusión y el análisis del punto referido a la supresión 
de la Inspección General de Hacienda. Lo que hace, claramen- 
te, es tratar de evitar que el Poder Ejecutivo proceda a suprimir 
una antiquísima institución del Ministerio de Economía y Fi- 


-nanzas -que siempre ha trabajado bien- sin entrar en un nuevo 


debate y sin hacer un análisis completo. 


Ello no quiere decir que el Poder Ejecutivo no tenga la 
facultad para desmantelar esa oficina o mañana no pueda haber 
un proyecto de ley que considere el tema a fondo. Se trata de 
que el Parlamento, por intermedio de sus dos Cámaras, enticn- 
de que la supresión de la Inspección General de Hacienda no se 
puede hacer en este momento; y ello no se puede evitar si no es 
con este proyecto. 


En ese sentido, lo que se discute aquí no es el texto del 
proyecto de ley, sino el hecho de que el Poder Legislativo que 
tiene la intención y el propósito mayoritario de impedir que se 
lleve a cabo una medida del Poder Ejecutivo que afecta en 
forma tan importante a la administración del principal Ministe- 
rio del país- actúe sin un nuevo estudio y sin una nueva ley en 
la que se fijen las bases que llevan a proponer esa situación; 
vale decir, que no se extinga esa institución que seguirá ac- 
tuando conri los ajustes y las normas nuevas o conocidas que 
determinen cuál tiene que ser su funcionamiento. 


De manera que no es esta una moción “mordaza” ni saca 
del tapete legislativo la discusión del propósito dei Poder Eje- 
cutivo de suprimir una oficina del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Evita que lo haga, pero no que el tema se discuta en 
su momento como corresponde. Si no se aprueba hoy en el 
Senado este proyecto de ley que fue votado en la Cámara de 
Representantes en el día de ayer, el propósito de que el Poder 
Ejecutivo no suprima la Inspección General de Hacienda no se 
va a poder concretar. Esta es una realidad que conocemos y 
hay que decirlo, porque estamos actuando sobre la base de 
hechos concretos y creo que está bien que se diga en el Parla- 
mento para justificar una conducta legislativa. Dudo de que 
este propósito se concrete, porque aunque nosotros aprobemos 
este proyecto de ley, no se transformará en ley hasta que el 
Poder Ejecutivo la promulgue; quiere decir que antes hay por 
lo menos tres instancias a cumplir. Pero demandará más tiem- 
po aún si mandamos el proyecto de ley a Comisión, no ya para 
discutir el fondo del asunto, es decir, si se suprime la Inspec- 
ción General de Hacienda, sino para evitar que se suprima sin 
discutir. 


Por esta razón entiendo que el Senado, que ha expresado su 
opinión al votar esta moción de urgencia sobre este asunto que 
me he permitido presentar, hace muy bien en votar este texto, 
porque así todo el país estará en condiciones de poder seguir 
discutiendo el punto “Inspección General de Hacienda”. Me 
atrevo a decir que el pensamiento mayoritario de los legislado- 
res de las dos Cámaras y de la gente en general es que la 
Inspección General de Hacienda no puede ser suprimida. Se 
trata, pues, de un proyecto de ley que tiene un propósito defini- 
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do y concreto y por ese motivo es que presenté la moción de 
urgencia. Esto no cierra de ninguna manera el debate, que va a 
continuar por la misma actitud con que el Poder Ejecutivo 
encaró su resolución con respecto a este proyecto de ley. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: me propuse ser muy 
breve para contribuir con la rápida aprobación de este proyecto 
de ley. Las últimas manifestaciones del señor Senador Cigliuti 
me ahorraron parte de lo que pensaba decir, por lo que seré 
más conciso aún de lo que inicialmente tenía pensado. 


Quiero decir que comparto el criterio que se ha sentado hoy 
en el Senado en el sentido de que no es bueno legislar bajo el 
apremio de la urgencia. Esta es una afirmación que creo que 
todos los señores senadores podemos compartir. El tema es que 
la urgencia nos la ha creado a nosotros el Poder Ejecutivo, 
porque contra toda razón y lógica dispuso a través del Decreto 
147/93 de 26 de marzo de este año, la supresión lisa y llana de 
la Inspección General de Hacienda, atribuyendo sus funciones 
a otros organismos y llevando adelante esta decisión a tambor 
batiente. En estos días se están realizando gestiones y determi- 
nando resoluciones de carácter interno en relación con este 
decreto que -dicho sea de paso y lo señaló hoy el señor Senador 
Cigliuti al promover la moción de urgencia- no respeta los 
términos del artículo 15 de la Ley de Rendición de Cuentas que 
nosotros votamos. Porque de acuerdo a dicha disposición legal, 
la supresión o fusión de oficinas dentro de determinadas repar- 
ticiones públicas, sólo se puede hacer por decisión del Poder 
Ejecutivo, naturalmente fundada, contando con informe de la 


Oficina Nacional del Servicio Civil y, a su vez, de la Contadu-- 


ría General de la Nación. En el caso concreto, los jerarcas de 
ambos servicios han manifestado que no han emitido opinión. | 


Personalmente, sería sensible -¡cómo no serlo!- a una soli- 
citud para estudiar mejor este proyecto de ley. Pero lo sería si a 
mí se me asegurara que el Poder Ejecutivo suspende la aplica- 
ción de este decreto a través de otro, hoy mismo. De otro 
modo, voto con carácter urgente este proyecto de ley, porque si 
demoramos horas nos vamos a encontrar “velando un muerto”: 
la Inspección General de Hacienda. No va a haber tiempo para 


discutir luego el tema, porque el Poder Ejecutivo ya habrá. 


consumado su propósito de suprimir esta importante repartición 
pública. Debo decir que nunca estuvo en el pensamiento de los 
legisladores que votamos el artículo 15 de la Ley de Rendición 
de Cuentas -por lo menos en el de quien habla, que trabajó en 
la Comisión respectiva- suponer que la Inspección General de 
Hacienda pudiera ser suprimida o sus servicios y funciones 
redistribuidas en otras reparticiones públicas del país, algunas 
de las cuales, entre otras cosas, empezarán a controlarse a sí 
mismas como resultado de la aplicación de esta disposición del 
Poder Ejecutivo dictada, a nuestro juicio, contra toda lógica, 


Señor Presidente: en el propósito de cumplir con lo que he 
manifestado, digo que estamos colocados ante una situación de 
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urgencia, no por nuestra voluntad, sino por la decisión del 
Poder Ejecutivo, dispuesto a llevarla adelante contra toda ra- 


- zón. En ese sentido, el citado Poder sabe que desde que este 


decreto se conoció, en todo el país se ha entablado un debate 
en torno a la conveniencia o no de suprimir la Inspección 
General de Hacienda. Asimismo, tiene conocimiento de que 
todos los sectores políticos han venido pronunciándose y que se 
presentó un proyecto de ley en la Cámara de Representantes 
suscrito por legisladores de todos los lemas que, a su vez, fue 
estudiado por la Comisión de Presupuesto, la que se pronunció 
en mayoría en torno a una iniciativa legal que evitara la supre- 
sión de la Inspección General de Hacienda. A pesar de ello; el 
Poder Ejecutivo insiste en llevar adelante su decreto, sin pensar 
en suspender su aplicación, que es lo que correspondería, para 
permitirse y permitimos estudiar convenientemente el tema. 
Por lo tanto, repito, estamos obligados a votar hoy para no 
encontrarnos mañana con la Inspección General de Hacienda 
desaparecida. Esas son las razones de urgencia que existen. Por 
ellas, nos vemos hoy obligados a votar con esta urgencia, que 
reconozco no es deseable, en general, cuando se trata de legislar. 


Debo aclarar que al votar este proyecto de ley no estamos 
violando ninguna norma constitucional. Es cierto que el Poder 
Ejecutivo tiene iniciativa exclusiva en algunas materias de ca- 
rácter presupuestal, como por ejemplo en la creación o stpre- 
sión de empleos públicos, o en la fijación de dotaciones, pero 
aquí no se trata de eso, sino de decir que una determinada 
repartición pública a la que el Poder Ejecutivo suprime apli- 
cando mal una norma votada por el Parlamento y que es ley de 
la República, no está incluida en esa disposición, 


Repito: no se está violando ninguna norma constitucional ni 
le estamos quitando al Poder Ejecutivo ningún derecho de ini- 
ciativa exclusiva que le consagre la Constitución; por el contra- 
rio, estamos actuando dentro del ámbito de la competencia del 
Poder Legislativo. 


Concluyo diciendo que la Inspección General de Hacienda 


tiene un bien ganado prestigio en el país y una larga trayectoria 


de servicio a la nación en cumplimiento de importantes funcio- 
nes, la mayoría de las cuales le están expresamente atribuidas 
por una multiplicidad de leyes que llevaría mucho tiempo citar. 


Según me lo relatara hoy el señor Presidente del Senado, 
nada menos que don Juan Pivel Devoto se asombraba de que se 
hubiera dictado este decreto suprimiendo una repartición públi- 
ca tan prestigiosa, creada en 1915 y que ha servido muy bien a 
los intereses del país desde entonces, cumpliendo cabalmente 
con sus funciones, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR PEREYRA, - A los efectos de valorar el momento 
en que debemos hacer nuestra intervención, deseo preguntar si 
se está tratando el tema de fondo o la moción de postergación. 


320 -C.S. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se está tratando el tema de fon- 
do; estamos en discusión general. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. * 


SEÑOR RICALDONI. - Tal como resulta de las palabras 
de mi compañero de sector, el señor Senador Cigliuti, el Foro 
Batllista ya ha votado la urgencia del proyecto y lo aprobará tal 
como viene de la Cámara de Representantes, 


Creo que en definitiva lo que interesa al país es que este 
proyecto de ley que estamos considerando en la tarde de hoy 
entre en vigencia lo antes posible. 


Por lo tanto, trataré de abreviar mi exposición, tal como lo 
ha hecho el señor Senador Cassina. 


Debo decir que también yo me siento obligado a señalar el 
por qué del voto de nuestro sector, que ha sido el de la mayoría 
del Senado, en cuanto a la urgencia del proyecto. Respecto del 
mismo, tengo una discrepancia con mi amigo, el señor Senador 
Cassina, que quizás no sea demasiado importante, pero que de 
cualquier manera quiero señalar. 


Pienso que a veces sí es deseable actuar con ufgencia; es 
tan deseable hacerlo en algunas circunstancias, como en otras 
es bueno hacer lo contrario. Ello depende de la oportunidad en 
que se trate determinado proyecto y del problema que el mismo 
pretenda resolver, 


En este caso, señor Presidente, los hechos demuestran la 
necesidad de esta urgencia porque se ha hablado -y tengo infor- 
mación al respecto- de que, por la vía de los hechos, se estaba 
produciendo una especie de desmantelamiento de los útiles, 
muebles e implementos de la Inspección General de Hacienda. 
Se estarían tomando, además, algunas medidas vinculadas a la 
redistribución de su personal. Entonces, este tema no sólo tiene 
que ver con la tranquilidad o intranquilidad -más bien lo últi- 
mo- dei personal de la referida repartición en cuanto a 'su futuro 
dentro de la Administración Pública, sino con algo que, en 
términos generales, es todavía más preocupante. Me refiero a 
que, por la vía de los hechos, el proyecto llegue tarde, si el 
Senado no culmina su labor parlamentaria. Es decir que el 
proyecto podría llegar tarde -y voy a aventurar una hipótesis- si 
una vez desmantelada esta Inspección, el recrearla causara per- 
juicios irreparables. 


Pienso que en modo alguno -y ya lo señalaba el señor Sena- 
dor Cassina- se está vulnerando el artículo 86 de la Constitu- 
ción de la República. Este proyecto no está creando una norma 
de carácter presupuestal; simplemente, está interpretando una 
norma presupuestal preexistente, establecida en el artículo 15 
de la Ley N* 16,320, porque el Parlamento ha entendido -y 
creo que con razón- que el Poder Ejecutivo, sin duda con la 
mayor buena fe, la está interpretando mal. 
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Pienso que ya no es sólo un derecho sino una obligación 
del Parlamento el estar vigilante en cuanto al uso que otro 
Poder del Estado haga de las leyes vigentes en el país. 


Por lo tanto, reitero que no estamos actuando, fuera de 
tiempo, contra las disposiciones establecidas en el texto consti- 
tucional, en un terreno ajeno a lo que es la oportunidad de la 
Rendición de Cuentas o del Presupuesto quinquenal. Estamos 
interpretando -tal como lo hemos hecho infinidad de veces y lo 
haremos muchas veces más- un proyecto de naturaleza presu- 
Puestal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Hugo Batalla) 


-El artículo 86 de la Constitución establece cuál es el mo- 
mento y quién tiene la iniciativa en la creación o supresión de 
empleos y servicios públicos. Pero lo que acá estamos interpre- 
tando es si el artículo 15 de la Rendición de Cuentas se compa- 
dece, o no, con el decreto que dispone el cese de la Inspección 
General de Hacienda. 


Además, quiero decir que lo que establece la Rendición de 
Cuentas en su artículo 15 -y por eso nuestro apoyo al proyecto- 
es -utilizando las expresiones de la norma en cuestión- raciona- 
lizar la estructura orgánica de los Incisos 02 al 14, de acuerdo a 
un determinado criterio. El Inciso 05 “Ministerio de Economía 
y Finanzas” está, pues, efectivamente incluido en la norma de 
la Rendición de Cuentas. Pero en lo que nos es personal, el 
decreto, en lugar de racionalizar la estructura orgánica del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas -cosa deseable, importante, y 
por eso lo votamos- lo que pretende es eliminar una parte 
importante de la referida estructura orgánica, sin racionalizar 
absolutamente nada. 


Reitero que el artículo 15, en su literal a), permite al Poder 
Ejecutivo, bajo determinados requisitos previos, disponer, en- 
tre otras cosas, la supresión, la fusión, etcétera, de las Unidades 
Ejecutoras. Todo ello dentro de lo que establece el acápite del 
artículo, que es la racionalización de esa estructura orgánica, 
Pero cuando no se trata de racionalizar, sino de suprimir lisa y 
llanamente una Unidad Ejecutora, desde nuestro punto de vis- 
ta, esa eliminación demuestra menos estudio que el que, se 
dice, vamos a demostrar nosotros votando la urgencia solicita- 
da, 


Se aduce que la urgencia para aprobar hoy este proyecto 
impide estudiar adecuadamente el tema. Pero el decreto señala, 
muy equivocadamente, que hay un estudio, que sabemos que 
no existe, y que es el que establece el penúltimo inciso del 
artículo 15, o sea, el informe conjunto de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación, 


Nosotros pensamos que el referido decreto no fue dictado 
de mala fe, pero sí en forma inexplicablemente superficial, 
Además, sabemos que los estudios que se afirma se realizaron 
son totalmente inexistentes. Todo ello nos releva de mayores 
comentarios sobre el por qué votamos la urgencia y luego 
votaremos el proyecto, - 
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Repito que no hubo estudios respecto de este problema, 
Pienso que se precisaban más estudios para suprimir la Inspec- 
ción General de Hacienda e insertarla en otra Unidad Ejecutora 
que el que requerimos nosotros para sostener la necesidad de la 
supervivencia de esta Inspección, no sólo porque lo precisa el 
país, sino porque también surge de una lectura racional de la 
norma establecida en el artículo 15 de la Ley de Rendición de 
Cuentas, 


Por lo tanto, señor Presidente, si de estudios a la ligera o de 
falta de estudios se trata, no es este Parlamento el que ha tirado 
la primera piedra. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR RICALDONTI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- De la exposición del señor 
Senador Ricaldoni -que aclaro vengo siguiendo con atención- 
se desprende que está acusando al Poder Ejecutivo de haber 
actuado con ligereza o superficialidad en la definición del tema 
relativo a la eliminación de la Inspección General de Hacienda. 
Y se está haciendo este cargo sin que el Poder Ejecutivo pueda 
contestar si son ciertas esas afirmaciones de superficialidad y 
ligereza, es decir, privando a éste de la posibilidad de concurrir 
al Parlamento para explicar qué fundamentos y razones tuvo 
para actuar de esa forma, . 


Quien habla desea escuchar la opinión del Poder Ejecutivo, 
o sea, conocer los fundamentos de la resolución. A eso es a lo 
que voy y, también, a lo que apuntaba la solicitud que humilde- 
mente formuló el señor Senador Santoro en el sentido de que se 
nos permitiera saber a qué intereses del país refería el señor 
senador Cigliuti y cuáles eran los intereses del Ministerio de 
Economía y Finanzas a los que también reafirmó el señor Se- 
nador Cigliuti. Repito que son estos los fundamentos del Poder 
Ejecutivo que deseo conocer y, por ello, solicito, en concordan- 
cia con la propuesta del señor Senador Santoro, que se nos dé 
la oportunidad de poder estudiar con mayor tranquilidad y me- 
nos apremio este proyecto de ley. 


Es cuanto deseaba sefíalar por el momento. - 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Hugo Batalla).- Puede conti- 
nuar el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: quizá si la inter- 
vención del señor Senador Cadenas Boix se hubiera postergado 
por unos minutos podría haber resultado innecesaria. 


Repito, para seguir el hilo de lo que venía expresando, que 
desde hace mucho tiempo todos conocemos dependencias so- 
bre las que, como la Inspección General de Hacienda, tenemos 


opinión formada. Insisto en que -y en ello también está com- | 
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prendido el señor Senador Cadenas Boix que, para bien O para 
mal, al igual que quien habla, es abogado- sabemos de la exis- 
tencia y de las virtudes de esta Inspección que como dice en 
voz baja el señor Senador Cigliuti, “es más vieja que yo”, 
naturalmente refiriéndose a él. 


Señalaba que, de pronto, el señor Senador Cadenas Boix -lo 
digo afectuosamente- se apresuró en su intervención, porque de 
ningún modo he atribuido -lo manifesté expresamente- malas 
intenciones a nadie que forme parte del Poder Ejecutivo, sino 
que simplemente me remití a hablar de una superficialidad. Es 
más, me parece que he utilizado una palabra muy adecuada, 
civilizada y respetuosa, cuando se trata nada más y nada menos 
que de un decreto que pretende la desaparición de la Inspec- 
ción General de Hacienda y que, para proceder a ello, antes de 
ingresar al articulado, establece algo que no es cierto. Concre- 
tamente, se dice que hubo informes previos de estos que exige 
la Rendición de Cuentas- de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Contaduría General de la Nación. Eso no es cierto. 
Entonces, no podemos decir que estamos legislando sin estu- 
dios; digamos antes que nada que se ha dictado un decreto sin 
los estudios que se señala que se produjeron, Aclaro que con 
esto no me estoy pronunciando sobre otros aspectos de esta 
cuestión. En esté sentido, deseo ser muy claro: no me parece 
que haya méritos -quiero señalarlo expresamente- para una de- 
nuncia penal contra el señor Ministro Interino de Economía y 
Finanzas. Sí entiendo que hubo una omisión, lo cual en modo 
alguno supone una responsabilidad penal de ningún jerarca de 
la Administración Pública. 


Asimismo, pienso que sería erróneo sostener que una reso- 
lución que disponga el cierre de una unidad ejecutora deba 
requerir previamente la intervención o el informe escrito de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General 
de la Nación. 


A mi juicio, lo que establece irrefragablemente el artículo 
15 es algo que no ha sido cumplido por el Poder Ejecutivo. 
Esto es, se dicte la resolución, pero no se ejecuta sin ese infor- 
me conjunto y previo. Obviamente, el Ministerio de Economía 
y Finanzas podía disponer el cierre de esa Unidad Ejecutora; 
pero no puede llevarlo a la práctica sin ese informe previo. 


De modo que, en realidad, el tema pasa por un aspecto que 
no es plural- distinto al que resulta de las expresiones de algún 
legislador en la Cámara de Representantes. 


Por otra parte, bueno es señalar que esto significa una espe- 
cie de condición suspensiva para la ejecución de la medida que : 
tampoco ha sido tenida en cuenta por el Gobierno porque, de 
acuerdo con las informaciones que poseemos, ya se están dan- 
do los pasos necesarios para la desaparición de este organismo 
como si ya hubiera ocurrido el informe previo y, además, como 
si esto se relacionara con lo que quiso el legislador, es decir, 
con racionalizar la estructura orgánica, entre otros, del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas. 
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Nuestro sector está muy tranquilo por la decisión que ha 
adoptado y por el voto que nuestros legisladores han dado en la 
Cámara de Representantes y que habremos de repetir en este 
Cuerpo los senadores presentes. 


Inclusive, como lo señalaba alguno de los señores sena- 
dores preopinantes, creo que el Gobierno ha cometido un 
error -sobre todo, porque de antemano se conocía la voluntad 
del Parlamento en este sentido- al llevar adelante las normas 

. del decreto. Esperamos, pues, que todo este trance se supere 
fácilmente sin que tampoco por la vía indirecta de las redistri- 
buciones del personal, se busque lo que directamente la ley ya 
no permitirá. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Por lo expuesto, señor Presidente, entendemos que afortu- 
nadamente esta ley le sale al cruce a una decisión profunda- 
mente inconveniente y equivocada del Poder Ejecutivo. 


Además, tenemos la esperanza -en esto se requiere, tam- 
bién, una actitud acorde- de que no se demore la entrada en 
vigencia de esta ley, Inclusive consideramos que al Poder Eje- 
cutivo no le conviene demorarla en base a la facultad que 
indiscutiblemente tiene -puesto que sé la otorga la Constitución 
y es un derecho que posce como colegislador- de recurrir al 
mecanismo del veto que, en definitiva, sólo agravaría los pro- 
blemas que se han generado en torno a este decreto que otra 
vez califico de inconveniente e infortunado. 


Es cuanto deseaba manifestar, 
SEÑOR PEREYRA.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- En primer término, quiero referirme a 
la solicitud de postergación del tema que el señor Senador 
Santoro planteó al finalizar su exposición. En esta materia, el 
Cuerpo tiene una larga y honrosa tradición en el sentido de que 
cuando 'un sector -a veces simplemente se trata de un legisla- 
dor- solicita el tiempo necesario para informarse debidamente 
sobre determinado tema, que tiene que resolver con su opinión 
y su voto, se ha accedido a este tipo de solicitudes como norma 
general. Por este motivo, me cuesta mucho, señor Presidente -ya 
que lo he visto a través de mi larga vida parlamentaria- no acceder 
a un pedido de postergación como el que se ha formulado. Esto 
se debe a las razones que ya han sido expresadas por otros 
señores senadores y que ahora quiero reiterar. 


Si no estuviéramos ante los hechos que ahora se están suce- 
diendo, aceptaríamos gustosos la postergación que se solicita. 
Pero, también tengo información -y de fuente muy responsa- 
ble- en el sentido de que, conocida la idea de la aprobación de 
esta norma por parte del Parlamento, ha habido un apuro “in- 
comparable” del Ministerio de Economía y Finanzas para des- 
mantelar definitivamente a esta dependencia del Estado, Esto 
se llevó a cabo no sólo trasladando sus mucbles sino, también, 
procurando de inmediato la redistribución de su personal, lo 
que creará una situación que después sería difícil corregir. 
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Por estas razones que también han sido señaladas por el 
proponente de la urgencia- no quiero que se suscite un proble- 
ma de difícil solución en el futuro. Pese a la notoria y conocida 
concepción jurídica de que naturalmente la ley deroga al decre- 
to, se estarían creando condiciones materiales que luego entor- 
pecerían la aplicación de la norma que en estos momentos la 
mayoría del Parlamento quiere votar. 


En virtud de esta actitud del Poder Ejecutivo, no veo que en 
esta oportunidad sea posible acceder a aplicar hoy la tradición 
parlamentaria que he mencionado, que comparto íntegramente 
y que seguiré practicando en todo lo que me sea posible cuan- 
do las circunstancias así lo indiquen. 


En segundo lugar, y sobre el tema de fondo, quiero señalar 
algo que todo los señores senadores conocen. En el decreto 
inicial del Poder Ejecutivo y en todo el trámite correspondiente 
a su disposición para la anulación de esta dependencia, existe 
una desprolijidad que nadie puede pasar por alto. El mismo 
ignora disposiciones contenidas en la Rendición de Cuentas 
aquí citada, que establecen que deben existir informaciones 
que no contenía el primer decreto mientras que, en el segundo, 
se trata de justificar que no son necesarias. Este apresuramien- 
to, que tiene como fruto final la desprolijidad -además de las 
razones de fondo-, lleva a que en la Cámara de Representantes 
se haya tenido que tomar esta medida. 


En este caso no se trata de una dependencia cualquiera, de 
segundo orden, que tenga funciones secundarias, sino que cum- 
ple una labor de enorme importancia, Además, fue creada no 
sólo por la vía del decreto, sino por la de la Ley; a los cometi- 
dos iniciales -que eran relativos a la hacienda pública exclusi- 
vamente- se le han ido agregando innumerables atribuciones 
que serán muy difíciles de cumplir al haber sido desmantelada 
esta oficina. Aprovecho la ocasión para señalar que la tarea de: 
esta dependencia no tiene, en algunos casos, nada que ver con 
la materia presupuestal en sí misma, por lo que la invocación a 
dicha ley me parece equivocada. 


Por otra parte, todos sabemos que en las leyes presupuesta- 
les se incorporan una cantidad de temas que no están relaciona- 
dos con la política presupuestal y aquí, precisamente, se inclu- 
yó un procedimiento para ir reestructurando determinados ser- 
vicios, Asimismo, la Inspección General de Hacienda no sólo 
está cumpliendo disposiciones de la ley presupuestal sino, tam- 
bién, de otras normas que se han ido dictando a lo largo de la 
vida del país desde el año 1915 y que le han adjudicado otras 
funciones y atribuciones. 


Considero que el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes -que contó con el voto de nuestro sector 
político- es necesario, en primer Jugar, para detener esta verti- 
ginosa carrera hacía la anulación de una oficina de enorme 
importancia, interrumpiendo este proceso para reestudiar debi- 
damente el tema, tal como aquí se ha señalado. Además, no 
han sido claras las razones por las que el Poder Ejecutivo 
adoptó estas medidas. Tengo conocimiento de algunas gestio- 
nes que se han hecho de cuya veracidad no tengo por qué 
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dudar- en las que el señor Ministro, interrogado sobre este 
tema, responde que obedece a una decisión política. Pero, ¿a 
qué razones obedece esa decisión política? En realidad no lo 
sabemos, a no ser la ya conocida voluntad de reducir el tariaño 
del Estado, cosa que no se hace porque los funcionarios conti- 
nuarán en el ejercicio de sus tareas y esta oficina se alimenta, 
fundamentalmente de proventos que ya no cobrará ella, sino 
otra repartición pública. 


La desprolijidad que hemos frenado continúa aún en las 
explicaciones brindadas por el señor Subsecretario y por otras 


dependencias llegándose a la conclusión de que el Ministerio - 


de Economía y Finanzas como tal, a través de sus organismos 
asesores, no participó de la instrumentación de este decreto que 
fue recibido por la Presidencia de la República, luego de ser 
redactado y gestado por quienes -y no estoy suponiendo ningu- 
na mala intención- en realidad no son los que constitucional- 
mente parecería que deberían haber patrocinado esta decisión. 


Por esta razones es que he hablado de desprolijidad, falta de 
información y desconcierto en esta actitud del Poder Ejecutivo 
y por eso nuestro sector ha votado ayer, en la Cámara de 
Representantes, este proyecto de ley. Nosotros haremos aquí lo 
mismo, siendo coherentes con la decisión adoptada por nuestra 
bancada en función de las razones que sintéticamente hemos 
señalado para no reiterar aquéllas que han sido expuestas por 
los señores Senadores Cigliuti y Cassina -sin desmerccer las 
otras exposiciones que se han formulado- que traducían mucho 
de lo que hubiéramos manifestado con menos eficiencia, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
de orden, 


Léase. 
(Se Iee:) 


“Formulamos moción para que el tema en consideración 
sea tratado en la próxima sesión ordinaria de la semana entran- 


te. (Firmas:) Cadenas Boix, Santoro, Alonso Tellechea, Olas- 


coaga y Urioste. Senadores” 
-En consideración. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: hemos presentado” 


esta moción cumpliendo con un pensamiento que en forma 
primaria expusimos en nuestra intervención -que es compartido 
por los señores senadores firmantes de la Moción de que la 
Mesa ha dado cuenta- en el sentido de habilitar tiempo para 
analizar esta situación que se ha planteado en el día de hoy al 
Senado. Naturalmente, el tema escapa a la simple expresión 
que pueda concretarse en la urgencia, por la circunstancia de 
que medidas de carácter material permiten la adopción de una 
ley para que se puedan concretar en la faz administrativa. 
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Rápidamente hemos conocido un conjunto de materiales 
sobre este tema. como lo que se discutió en la Cámara de 
Representantes, en la Comisión respectiva, así como las mani- 
festaciones que hicieron los integrantes de ella y también los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, es decir, 
el señor Subsecretario y sus asesores, el doctor Delpiazzo y la 
contadora Rodríguez Paz. Realmente se trataba el tema con 
cierta profundidad en el orden técnico, con referencia a las 
razones por las cuales el Poder Ejecutivo había dictado un 
decreto sobre la norma aplicable al artículo 15 de la ley, de 
acuerdo con las competencias que esa disposición establece, 


Nos encontramos con que se realizaron manifestaciones muy 
claras en.el sentido de que este tema fue ampliamente estudia- 
do a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas ya que se 
buscó asesoramiento y se analizaron todas las posibilidades y 
consecuencias de la decisión. Naturalmente, todo eso lleva a la 
necesidad de que el Senado estudie el tema. 


Por otra parte, hicimos referencias de carácter constitucio- 
nal, que fueron contestadas con vehemencia señalando que las. 
mismas eran equivocadas, aunque no participamos de esa idea. 
Existe un elemento de base; estamos discutiendo una ley de 
carácter presupuestal o de Rendición de Cuentas fuera del Pre- 
supuesto, de la Rendición de Cuentas. Pienso que eso es algo 
perfectamente comprobable y no puede ser discutido. De ahí - 
surgen una serie de posibilidades, a fin de tomar posición en 
materia constitucional y legal, que habilitan a que el análisis 
del tema se realice con más tiempo. Además nos encontramos 
con otra particularidad que también necesita que se estudie, Se 
trata de un decreto del Poder Ejecutivo que está estableciendo 
una de las formas en que este Poder procede a manifestarse, 
Este decreto tiene una naturaleza jurídica especial, un alcance 
determinado, una fundamentación, un destino y, desde el punto 
de vista legal, una estructura. En cambio, observamos que ese 
decreto lo vamos a derogar a través de la ley, Naturalmente que 
todo éllo lleva a que se analice y se estudie con profundidad 
para ver si actuamos correctamente o llevados por un problema 
de carácter material, E 


Del caso es que hemos presentado esta moción, que no 
tiene otra intención que la de permitir estudiarlo. Si tenemos 
que dar un voto negativo, lo vamos a dar convencidos de que 
obramos de acuerdo con lo que corresponde, y no solamente 
por razones de carácter político o a fin de ser consecuentes con 
el Poder Ejecutivo. En cambio, si damos un voto afirmativo a 
esta disposición o a otra similar, también lo haremos previo 
razonamiento, estudio e informaciones y asesoramientos consi- 
guientes. 


Por tal razón hemos hecho esta propuesta junto con los 
demás integrantes del sector del herrerismo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada. 


(Se vota:) 


-6 en 25. Negativa. 
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Por vía de fundamento de voto, la Presidencia quiere expre- 
sar que ha votado negativamente esta moción de orden que en 
otras circunstancias hubiera sido de rigor votar porque, como 
se ha expresado en Sala, todos tenemos conocimiento de que 
se está obrando, por parte de quienes tienen competencia 
para aplicar el decreto, con una celeridad y entusiasmo fede- 
ral -como se decía en otros tiempos- por esta causa de clausu- 
rar la Inspección General de Hacienda que resulta incompati- 
ble, precisamente, con la discusión serena del tema en el plano 
jurídico y de hecho, esto es en el del funcionamiento de esta 
repartición pública. Si el Parlamento no procede de acuerdo 
con el criterio mayoritario, se va a encontrar luego ante un 
hecho consumado; no digo imposible de revertir, porque así 
como después de la dictadura volvieron a funcionar el Banco 
de Previsión Social que se había suprimido y la Oficina Nacio- 
nal del Servicio Civil -que también se había suprimido- en muy 
poco tiempo puede volver a funcionar la Inspección General de 
Hacienda, pero luego de causarse, en los hechos, toda una serie 
de inconvenientes, de situaciones desagradables en el orden 
personal, funcional y de otro carácter que ahorro al Cuerpo. Por 
cllo, lamentablemente, contra lo que sería de buena técnica 
legislativa, nos hemos visto en la necesidad, desde nuestro pun- 
to de vista, de no hacer lugar a la moción de orden para que no 
transcurran 6 Ó 7 días más desde este momento a aquel en que 
el Parlamento exprese su voluntad, porque no tengo la mínima 
duda de que este proyecto de ley se va a transformar, precisa- 
mente, en una norma de carácter legal, que entrará en vigor y 
que el Poder Ejecutivo tendrá que aplicar. 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: no voy a detenerme 
en esta discusión, ni en los fundamentos sobre cuya base se 
votó el tratamiento urgente de este proyecto, ni tampoco en el 
fondo de la cuestión porque otros colegas han expuesto con 
precisión argumentos muy sólidos, tanto en cuanto a la urgen- 
cia del tratamiento del proyecto corno en apoyo de la tesis de la 
supresión de la Inspección General de Hacienda. 


Simplemente quiero decir que comparto esos argumentos y 
razones que se han manifestado. Deseo agregar un dato adicio- 
nal: no sería sincero si no dijera-que asiste total razón al señor 
Senador Santoro cuando insiste, con humildad -el señor Sena- 
dor Cadenas Boix lo aclaró después- en la tesis de discutir 
profundamente este proyecto én Comisión. Entonces, ¡cómo no 
compartir ese pedido, si tantas veces lo hemos hecho en este 
mismo Cuerpo acerca de otras iniciativas que pasaron con igual 
celeridad que esta! Recuerdo muchas otras oportunidades en 
que, ante pedidos de ese tipo -igualmente humildes- nos fue 
denegada esa posibilidad. 


Comparto las razones que expone el señor Senador Santoro, 
pero me permito decir, respetuosamente, que quien parece no 
tener humildad es el responsable de la ejecución de estas deci- 
siones, quien declaró a la prensa hace pocas horas -y fue titulada 
con sus palabras la nota correspondiente- que en el caso de la 
Inspección General de Hacienda no hay, ni habrá marcha atrás. 
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Si el responsable de la ejecución de estas decisiones -es 
decir, el señor Ministro de Economía y Finanzas, doctor Igna- 
cio de Posadas- sabiendo que el Parlamento está tratando el 
asunto, afirma que mo hay ni habrá marcha atrás, entonces, 
podemos tener una noción muy clara de en qué parte está 
faltando la humildad a que se hizo referencia en el seno de este 
Cuerpo. Ese es el motivo de la urgencia que a todos nos impul- 
sa a considerar este proyecto de ley con celeridad lo cual, 
como bien dijo el señor Presidente, no cierra el asunto. Más 
bien lo abre, porque estoy seguro de que si hoy votamos este 
proyecto de ley, el tema seguirá siendo analizado y debatido 
con la profundidad, seriedad y detención que merece. 


El señor Senador Santoro expresaba -precisamente, deseo 
centrar mi intervención en este punto; aclaro que me veo obli- 
gado a ello involuntariamente, ya que no lo hubiera hecho en 
otras circunstancias- que este ha sido un proceso peculiar. Tam- 
bién tiene razón en este caso, porque ha sido tan peculiar, que, 
en un informe parlamentario que tengo en mi poder, que fue 
elaborado en la Cámara de Representantes, se incurre en una 
grosera tergiversación y deformación de mi pensamiento sobre 
este asunto. No deseo incluir esta discusión en el tema de hoy, 
simplemente, por motivos personales, sino porque, a mi juicio, 
maniobras de este tipo le hacen muy mal al Parlamento. Consi- 
dero' que debemos realizar un acto de voluntad colectivo en el 
sentido de percibir que esto, en definitiva, termina dañando a la 
institución y a la seriedad y profundidad con que debe proceder 
en todos estos casos, Al mismo tiempo, debemos comprender 
que por este camino no se obtienen los argumentos ni las 
razones que no se consiguen por la vía indicada, es decir, la del 
estudio, la de la reflexión, la de la contrastación de verdades, 
de razones e, inclusive, de discrepancias. 


Cuando la tergiversación o deformación de la opinión de 
una persona se realiza en otros medios de comunicación en la 
vida social, nosotros podemos concluir que se trata de un he- 
cho grave; pero cuando además esto se incluye, reitero, en 
informes parlamentarios de Comisiones del Poder Legislativa, 
que son analizadas por los Cuerpos, creo que el hecho es graví- 
simo. 


Digo esto, señor Presidente, porque en oportunidad de con- 
siderarse el asunto en la Cámara de Representantes, se produjo 
un informe en minoría, firmado por algunos señores legislado- 
res -no interesan los nombres- que en su página cinco señala 
textualmente: “Por último queremos agregar que en el trata- 
miento de la Ley N* 16.320, en el Senado de la Repúbli- 
ca” -alude a la Rendición de Cuentas- “varios señores senado- 
res en la Comisión que estudió el tema, se refirieron a la 
conveniencia de la supresión de ta Unidad Ejecutora en cues- 
tión”. 


Voy a interrumpir aquí la cita que estaba efectuando porque 


deseo aclarar que, en oportunidad de debatirse la Ley de Ren- 


dición de Cuentas que aquí se menciona, jamás se discutió la 
supresión de la Inspección General de Hacienda. Lo que se 
analizó con respecto a esta Institución fue una cosa muy distin- 
ta. Concretamente, el señor Senador Raffo -propuesta que consta 
en la página 15 del Distribuido N* 1771, correspondiente a la 
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versión taquigráfica de la sesión matutina del día 15. de setiem- 
bre de 1992- propuso incluir un artículo aditivo que llevaba el 
N? 164/1. Aclaro que no se debe confundir con el artículo 15 en 
cuestión. Dictio artículo aditivo establecía: “Deróganse los 
artículos 102 a 105 de la Ley N? 8,935, de 5 de enero de 1935, 
los artículos 5 y 6 de la Ley N* 11.925, de 27 de marzo de 


1953, y las normas que atribuyen” -préstese atención a esto- 


“cometidos de contralor interno a la Inspección General de 
Hacienda”. Reitero que esto es lo que estaba en discusión. Sin 
embargo, el Informe en Minoría que recibió ayer la Cámara de 
Representantes, documento parlamentario, señala: “se refirie- 
ron a la conveniencia de la supresión de la Unidad Ejecutora en 
cuestión”. Esto es muy grave, señor Presidente. 


Si el texto que acabo de leer no resultara suficiente, puedo 
referirme a la discusión. en el seno de la Comisión de Presu- 
puesto integrada con la de Hacienda, realizada en la mañana 
del día 15 de setiembre de 1992, en la cual varios señores 
senadores, tal como.se indica en el informe -es lo único cierto 
que se expresa- comenzaron a opinar sobre el tema. 


Para que el Cuerpo se ubique en lo que se estaba discutien- 
do, voy a citar palabras textuales del entonces y actual señor 
Subsecretario del Ministerio de Economía y Finanzas, Econo- 


mista Gustavo Licandro, quien explicándole al Cuerpo -recuer- 


do que así lo solicitaron los señores Senadores Cassina y Pere- 
yra- el sentido de la norma que se proponía, señalaba: “La 
Contaduría General de la Nación desarrolla el control interno 
desde la propia administración, también preventivo, concomi- 
tante y a posteriori, haciéndolo directamente a través de las 
contadurías centrales y delegadas sobre las que ejerce superin- 


tendencia o por intermedio de los funcionarios de su División. 


Auditoría destacados en las distintas reparticiones sometidas a 
su contralor. 


La Inspección General de Hacienda realiza un control inter- 
no de carácter intermitente y eventual, ya sea de oficio o a 
solicitud de otros organismos públicos, tal como lo establece el 
artículo 5* de la Ley N* 11.925, de 27 de marzo de 1953. 


Es decir que” -deseo subrayarlo- “en algunos casos los co- 
metidos de la Inspección General de Hacienda se superponen 
con los de la Contaduría General de la Nación. 


Sin embargo, la primera no realiza los controles en forma 
permanente, ya que sus actuaciones son de carácter intermiten- 
te y eventual, 


Por otra parte, la Inspección General de Hacienda tiene a su 
cargo el control externo sobre instituciones subvencionadas por 
el Estado, sociedades anónimas, cooperativas y fondos sociales 
de vivienda, cooperativas de producción, de consumo y de 
ahorro y crédito y cooperativas agrarias. 


Todas estas actividades están vinculadas al sector privado 
o, como en el primer caso, vinculadas a instituciones subven- 
cionadas por el sector público. Sin embargo, creo que lo medu- 
lar de todo esto, es la superposición que tiene con la Contaduría 
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General de la Nación”, -vuelvo a subrayar- “únicamente sobre 
algunos casos puntuales y no en el universo de los actos que 
están inspeccionados o auditados”. Aclaro que esto figura en la 
página 17 del Distribuido N* 1771. 


¿Qué estaba fundamentando el señor Subsecretario el 15 de 
setiembre de 1992? La conveniencia, a juicio del Gobierno -no 
voy a discutir acerca de si tenía o no razón sobre la división de 
funciones entre la Inspección General de Hacienda y la Conta- 
duría General de la Nación, porque no viene al caso- de supri- 
mir algunos pasos de contralor que entendía duplicados. Pero, 
entre esto y la supresión de la Inspección General de Hacienda, 
no hay un abismo, señor Presidente, sino muchos abismos de 
diferencia, los mismos que separan a la verdad de la mentira. 


En estas circunstancias, señor Presidente, creo que no se 
puede decir en un informe parlamentario que varios señores 
senadores se refirieron a la supresión de la Inspección General 
de Hacienda. Esto, sencillamente, es falso, y es gravísimo de- 
cirlo. Pero mucho más grave es, luego, proseguir citando, en 
este caso, mi opinión, que figura concretamente en la página 19 
de la versión taquigráfica que se mencionó, como si ella se 


refiriera a la supresión de la Inspección General de Hacienda. 


Esto es muy malo; es deleznable. Se cita mi opinión perso- 
nal, que reitero en el día de hoy y lo seguiré haciendo porque el 
país lo necesita: es necesario estudiar todos aquellos casos de 
duplicación de funciones y eliminarlos. No sólo no he cambia- 
do esta opinión, sino que la seguiré manteniendo. Por eso com- 
partiré todo objetivo de toda norma que proponga eliminar 
lentitudes burocráticas en el aparato del Estado que, para des- 
gracia de los uruguayos, son unas cuantas, Sin embargo, consi- 
dero que mezclar esto con la existencia de la Inspección Gene- 
ral de Hacienda como institución de control es realmente una 
transgresión que supera cualquier límite imaginable en una ta- 
rea parlamentaria seria, profunda y responsable. 


Si quienes pusieron esto lo hicieron involuntariamente, creo 
que estudiaron poco el tema y que eso es sinónimo de livian-. 
dad, de actitud superficial, de falta de profundidad y de estudio. 
Si lo hicieron voluntariamente, me voy a ahorrar los calificati- 
vos. Los guardaré para mí mismo, y solamente diré que quie- 
nes se han dañado con esto, en primer lugar, han sido sus 
autores, aunque también es muy difícil impedir que dañen a los 
demás. Esta no es manera de actuar en el Parlamento: no es la 


- forma de encarar con objetividad, con profundidad y con hu- 


mildad -virtud superior que todos queremos tener- como decía- 
mos hoy, la tarea tan importante que tenemos por delante. 


Por supuesto que no le doy consejos a nadie. No quiero 
incurrir en esa soberbia, pero tampoco me voy a inhibir a mí 
mismo de expresar lo que pienso sobre esto. En ese sentido, 
considero que debemos desterrar estas prácticas, no sólo del 
Parlamento sino de todo el país, porque quien hace estas cosas 
le tiene miedo a la discusión democrática, profunda y seria de 
los problemas nacionales. Le teme a ello. Este es un símbolo 
de temor. Entonces, cuando alguien tiene argumentos, verda- 
des, razones y está dispuesto a exponerlas con seriedad, bienve- 
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nida sea la confrontación de esas opiniones. Esto le hace bien 
al país. Sin embargo, cuando se recurre a prácticas subterráneas 
de esta clase, me parece que la conclusión evidente y única es 
el daño. 


Señor Presidente: he aclarado cuál fue el sentido de la dis- 
cusión que se procesó en oportunidad de analizar la Ley de 
Rendición de Cuentas y cuál era el sentido de nuestra participa- 
ción en ese debate. Para terminar adhiero absolutamente a los 
objetivos que otros señores senadores ya han brindado, en par- 
ticular, los señores Senadores Cigliuti, Cassina, Ricaldoni y 
Pereyra. No voy a repetirlos porque los comparto totalmente. 
Además, considero que, por las razones expuestas al principio, 
es urgente que este Senado sancione en el día de hoy el proyec- 
to de ley que ha llegado de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19 en 24, Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-20 en 24, Afirmativa. 
En consideración el artículo 1*. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es el siguien- 


“ARTICULO 1*, - Decláranse inaplicables a la Unidad Eje- 
cutora Inspección General de Hacienda del Programa 003 
del Inciso 05, Ministerio de Economía y Finanzas, las facul- 
tades atribuidas al Poder Ejecutivo por el artículo 15 de la 
Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, sin perjuicio de 
las facultades del Poder Ejecutivo en materia de reordenamien- 
to administrativo y funcional tendiente a la mejora de gestión 
de la unidad referida, la que mantendrá las competencias y 
«facultados que las leyes le han conferido y cuya opinión será 
requerida previamente a la mencionada reorganización”.) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: esta disposición 
tiene muchas particularidades que generan un sinnúmero de 


- sugerencias y de razonamientos. Es un artículo que procura 


superar una situación muy puntual y, al mismo tiempo, dejarla 
solucionada para el futuro. También dispone ciertos ordena- 
mientos para el tiempo a venir. 


Sin embargo, queremos señalar una nota especial que con- 
tiene esta disposición, ya que en una de sus partes hace refe- 
rencia a la Inspección General de Hacienda. Haciendo una 
lectura parcial del artículo, vemos que dice: “sin perjuicio de 
las facultades del Poder Ejecutivo en materia de reordenamien- 
to administrativo y funcional tendiente a la mejora de gestión 
de la unidad referida, la que mantendrá las competencias y 
facultades que las leyes le han conferido”. No sabemos por qué 
existe la preocupación de poner como un seguro, como un 
candado, de hacer como una soldadura. Si se dice que son 
inaplicables a la Unidad Ejecutora Inspección General de 
Hacienda, las facultades atribuidas por el artículo 15 de ta 
Ley N? 16.320 al Poder Ejecutivo, no sé por qué se coloca esta 
referencia tipo soldadura legal. Es como decir “por acá no pasa 
nada, no hay fisuras”. Es obvio que mantendrá las competen- 
cias y facultades que las leyes le han conferido, porque si sc 
deroga todo lo anterior, las competencias las tendrá la Unidad 
Ejecutora. 


A continuación, se agrega en esta misma disposición una 
expresión de carácter llamativo o, por lo menos, novedoso. 
Señala: “y cuya opinión” -está haciendo referencia al reordena- 
miento administrativo y funcional- “será requerida previamen- 
te a la mencionada reorganización”. Es como si no álcanzara 
con establecer que mantendrá las competencias y facultades 
que las leyes le han conferido. Se dispone que el Poder Ejecuti- 
vo, en este caso el patrón, le pida opinión a su trabajador, la 
Inspección General de Hacienda, cuándo va a adoptar una de- 
cisión con respecto a dicha repartición. Naturalmente que ésta 
va a dar una opinión que, en la mayoría de los casos, si se trata 
de un reordenamiento, será negativa. 


A mi juicio, siempre es novedoso este tipo de legislación. 
Es algo diferente a lo que generalmente contienen las normas 
legales, porque establece que quien está sometido a jerarquías, 
quien debe cumplir disposiciones, debe dar su opinión al que 
tiene la competencia de ordenarlas. 


Todo esto está lleno de sugerencias, de particularidades, de 
aspectos novedosos. Puede catalogarse como algo nuevo en 
matería legislativa. Los tiempos cambian, al igual que la músi- 


ca, las letras de las canciones y las costumbres. Naturalmente, 


también evoluciona ta forma de legistar. Nosotros queríamos 


* puntualizar las novedades que ahora parecen incorporarse a la 


técnica legislativa del año 1993. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 1*. 


(Se vota:) 


-19 en 25. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 22. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2*. - La presente ley tendrá efecto desde la 
vigencia del artículo 15 de la Ley N* 16.320, de 1* de noviem- 
bre de 1992”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-19 en 25, Afirmativa. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que será comunicado al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado, por ser igual 
al considerado) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Simplemente, deseo agradecer a los 
19 senadores que votaron por la afirmativa la emoción de ha- 
bernos hecho sentir minoría. En lo personal, por lo menos, ello 
no nos desagrada y, además, nos da el gusto de sentimos en 
calidad de opositores. 


SEÑOR ASTORI. - Así se va preparando para el futuro. 
(Campana de orden) 


SEÑOR SANTORO. - Ya lo practiqué en otras oportunida- 
des y no me asusta; siempre tengo la disposición y el ánimo de 
hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Las expresiones del señor Sena- 
dor Santoro no parecen las propias de un fundamento de voto, 
por lo que la Presidencia las leerá luego detenidamente a los 
efectos reglamentarios. 


12) DIRECCION NACIONAL DE ASISTENCIA SOCIAL 
POLICIAL, Aportes de retirados y pensionistas. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. : 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Solicito que se consi- 
dere con carácter urgente el proyecto de ley que [ue repartido, 
por el que la Dirección Nacional de Asistencia Social Policial 
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puede disponer de hasta un 20% del aporte de retirados y pen- 
sionistas al fondo de Tutela Social Policial, para gastos de 
funcionamiento de inversión. 


Se trata de una iniciativa que tiene un único artículo y sobre 
la que no existirá mayor discusión, ya que he tenido oportuni- 
dad de conversar prácticamente con integrantes de todas las 
bancadas y ellos me han manifestado su apoyo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara urgen- 
te y se trata de inmediato el proyecto a que ha hecho referencia 
el señor Senador Alonso Tellechea. 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa 


De acuerdo con lo resuelto por el Senado, se pasa a consi- 
derar el asunto cuya urgencia ya se votó: Proyecto de ley refe- 
rido al aporte de retirados y pensionistas al fondo de Tutela 
Social Policial. 


(Antecedentes:) 
“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*%.- La Dirección Nacional de Asistencia Social 
Policial, podrá disponer de hasta el 20% del aporte de retirados 
y pensionistas al fondo de Tutela Social Policial (Art, 87 Ley 
N? 13.640, modificativas y concordantes), para gastos de fun- 
cionamiento e inversión. Queda expresamente prohibido volcar 
parcial o totalmente estos recursos a remuneraciones persona- 
les. 


Alvaro AlonsoTellechea, Senador”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee). | 
-En discusión general. 
Tiene la palabra el señor Senador Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA.- Se trata de un instru- 
mento que soluciona un problema que se les está generando a 
los retirados policiales, ya que sus haberes están siendo cobra- 
dos en una fecha avanzada del mes. En este sentido, la Direc- 
ción Nacional de Asistencia Social Policial no cuenta con los 
equipos de computación imprescindibles para procesar la infor- 
mación en forma veloz. De modo que con esta propuesta se 
dispone de parte del fondo de Tutela Social Policial con una 
restricción a los efectos de que quede expresamente prohibido 
volcarlo, parcial o totalmente, a retribuciones personales. Esta 
es una norma que permite darle mayor eficiencia a la labor que 
se cumple y por la que se verán beneficiados todos los retirados 
policiales. Por tal razón, creemos que es importante que sea 
aprobada esta iniciativa. 
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SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR RICALDONI.- Simplemente quiero adelantar mi 
voto favorable y el de mi sector. Además, entiendo que al igual 
que en el tema recientemente considerado, no es necesario que 


un asunto pase a Comisión, para realizar un buen estudio sobre él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


SEÑOR RICALDONI.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-20 en 22. Afirmativa. 
En consideración el artículo único. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“Artículo Unico.- La Dirección Nacional de Asistencia So- 
cial Policial, podrá disponer de hasta el 20% del aporte de 
retirados y pensionistas al fondo de Tutela Social Policial (Art, 
87 Ley N* 13.640, modificativas y concordantes), para gastos 
de funcionamiento e inversión. Queda expresamente prohibido 
volcar parcial o totalmente estos recursos a remuneraciones 
personales”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado, en general y en particular, el proyecto de 
ley que será comunicado a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado, por ser igual 
al considerado) 


13) SEÑORA LIDA MELBA BENAVIDEZ TABAREZ. 
Pensión graciable. Proyecto de ley. 


SEÑOR CASSINA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR CASSINA.- Señor Presidente: en el día de hoy el 


. Senado dio entrada a un proyecto de ley ayer votado favorable- 


mente por la Cámara de Representantes y que, obviamente, 
tiene iniciativa del Poder Ejecutivo. Por él se concede una 
pensión graciable a la señora Lida Melba Benavídez Tabárez, que 
no es otra que la distinguida cancionista, señora Lágrima Ríos, una 
personalidad altamente representativa de nuestra cultura. 


Solicito que el Senado declare urgente la consideración de 
este proyecto de ley y lo trate de inmediato, tomándose la 
votación de acuerdo con lo que dispone el Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se declara urgente 


la consideración del proyecto de ley por el que se concede una 
pensión graciable a la señora Lida Melba Benavídez Tabárez. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar la pensión graciable a conceder a la 
señora Lida Melba Benavídez Tabárez, cuya urgencia se votó. 


(Antecedentes:) 


“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Concédese una pensión graciable equivalente 
a cuatro salarios mínimos nacionales a la señora Lida Melba 
Benavídez Tabárez. 


Artículo 2*.- La erogación resultante será atendida por Ren- 
tas Generales. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 4 de mayo de 1993, 


Luis A. Heber: 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se procederá a repartir las bolillas 
de votación correspondientes a la pensión graciable. 


(Así se hace) 
14) “ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICA- 
NOS”. Se designa con este nombre a la Escuela N* 303 


del departamento de Montevideo, Proyecto de Ley. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- Pido la palabra para una cues- 


. tión de orden. 


5 de Mayo de 1993 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- Solicito qiie se trate como ur- 
gente el proyecto de ley por el que se designa con el nombre 
“Organización de los Estados Americanos” a la Escuela N* 303 
del departamento de Montevideo, dependiente de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se declara urgente 
la consideración del proyecto de ley a que hecho referencia el 
señor Senador Cadenas Boix. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo resuelto por el Senado, se pasa a consi- 
derar el asunto cuya urgencia se votó: “Proyecto de ley por el 
que se designa con el nombre Organización de los Estados 
Americanos a la Escuela N* 303 del departamento de Montevi- 
deo, dependiente de la Administración Nacional de Educación 
Pública (Consejo de Educación Primaria)”. 


(Antecedentes: ) 
“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy ha-sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
Artículo 1*, - Desígnase con el nombre “Organización de 
los Estados Americanos” a la Escuela N* 303 del departamento 
de Montevideo, dependiente de la Administración Nacional de 
Educación Pública (Consejo de Educación Primaria). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 17 de marzo de 1993, 


Luis A Heber 


Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en gencral el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre *Organi- 
zación de los Estados Americanos' a la Escuela N* 303 del 
departamento de Montevideo, dependiente de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (Consejo de Educación 
Primaria)”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de Ja palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley que ya contaba con la aprobación de la Cámara de Repre- 
sentantes, por lo que será comunicado al Poder Ejecutivo, a los 
fines de su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado, por ser igual 
al considerado) 


15) SITUACION DE LA INDUSTRIA Y POLITICAS DE 
EMPLEO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el primer 
punto del orden del día: “Exposición de una hora del señor 
Senador Jaime Pérez sobre “situación de la Industria y políticas 
de empleo". (Carp. N* 1088/93)”. 


¿Tiene la palabra el señor Senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Cuando ingresé a Sala, teniendo en cuenta 
que estaba en curso el debate sobre el proyecto de ley de medio 
ambiente, estaba en mi ánimo sugerir al Cuerpo posponer esta 
exposición para la próxima sesión ordinaria. De este modo, se 
podría culminar la votación del articulado del proyecto de ley a 
que hice referencia. 


Creo que este es el momento oportuno para hacer este plan- 
teamiento. Por esta razón, solicito que se me autorice a realizar 
esta exposición en la sesión ordinaria del próximo martés, como 
primer punto del orden del día. 


' SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da por el señor Senador Pérez. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD: 


16) PRESERVACION DEL MEDIO AMBIENTE E IM- 
PACTO AMBIENTAL. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo lugar del orden del día: “Proyecto de ley 
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por el que se crean los instrumentos legales para la protección 
del Medio Ambiente e Impacto Ambiental (sep: N* 492/91 - 
Rep. N* 474/92)”. 


(Antecedentes: ver 2* 5,0.) 


-En el día de ayer habíamos avanzado hasta la aprobación 
del literal h del artículo 7%, que pasó a ser 6%. Corresponde, 
pues, proseguir la discusión particular de los restantes literales. 
Dadas las objeciones que se realizaron a los mismos, parecería 
razonable seguir, de aquí en adelante, analizando literal por 
literal. En ese sentido, la Mesa, si no hay inconveniente, sugie- 
re que se continúe con la discusión del literal i. que dice: 
“Obras hidráulicas para explotación o regulación de recursos 
hídricos”. Esta disposición, en vinculación con el acápite del 
artículo, había sido objeto de diversas observaciones, algunas 
de redacción o de extensión del texto y otras, formuladas por 
parte del señor Senador Zumarán, con referencia a su eventual 
colisión con algunas normas del Código de Aguas. 


El señor Senador Zumarán estaba refiriéndose al tema y 
disponía aún de diez minutos para proseguir o redondear su 
exposición. 


Tiene la palabra el señor Senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - La exposición de estos diez minutos 
va a tener un sentido diferente a la del día de ayer, en primer 
lugar porque coincidimos con el criterio expuesto por el señor 
Presidente y nos vamos a remitir exclusivamente a este inciso i. 
Y en segundo ¡érmino, porque el señor miembro informante 
nos ha hecho llegar dos disposiciones contenidas en la Ley de 
Presupuesto N* 16.170, de 10 de enero de 1991, que cambian el 
juicio que nos habíamos formado sobre esta norma, 


Como el señor Presidente y el Cuerpo recordarán, hablamos 
planteado que el literal í, del artículo 7? podría presentar posi- 
bles dificultades de interpretación o directamente contravenir 
lo que disponen los artículos 4* y 6* del Código de Aguas. 


Ahora bien, esta situación, al menos en parte, parece haber 
sido resuelta por el artículo 457 de la Ley N* 16.170 que en su 
acápite, dice: ““Transfiérese al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, las siguientes atribucio- 
nes que fueran asignadas al "Ministerio competente” según re- 
sulta del Código de Aguas”. Y allí, entre otras, nombra en el 
numeral 1) al artículo 4* del Código de Aguas y en el 2) al 
artículo 6* del mismo Código. 


De moda que queda claro, entonces, que a partir de esta 
Ley N* 16,170, el Ministerio competente, en lo que se refiero ql 
medio ambiente y a las aguas, dejó de ser el de Transporte y 
Obras Públicas y pasó a ser el de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, Por lo tanto, la objeción funda- 
mental que había señalado está salvada por esta Ley N* 16.170 
que tuvo a bien proporcionarme el señor Senador Bruera a 
quien, naturalmente, agradezco. 
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De todas maneras, señor Presidente, me parece que la inge- 
niería de este artículo 7* es la de establecer que ciertas obras 
requieren la realización previa de un estudio de impacto am- 
bienta!. Entonces, si no prevemos nada, pueden plantearse al- 
gunas dudas, como si las obras previstas en el artículo 4% inc. 1” 
del Código de Aguas -el artículo 6? no se refiere a obras, el que 
lo hace es el artículo 4% inc. 1%, que menciona todas las activi- 
dades y obras públicas o privadas relativas al estudio, capta- 
ción, uso, conservación y evacuación de las aguas, tanto del 
dominio público como del privado- que ahora sabemos que por 
la Ley N* 16.170 el encargado de supervisar, vigilar y regu- 
lar -son los verbos que se utilizan en el artículo 4*- es el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, requieren o no una previa realización del estudio de 
impacto ambiental a que se refiere el artículo 7* del proyecto 
de ley. 


En consecuencia, me parece que la norma ganaría en clari- 
dad si en el inciso i. se dijera: “las obras previstas por el 
artículo 4%? inc. 1% del Código de Aguas”. De esta mancra, 
evitaríamos un poco la duda que pueda plantearse sobre si las 
obras previstas en esa norma requieren o no un estudio de 
impacto ambiental y contemplaríamos la observación hecha 
por el señor Senador Cadenas Boix en el sentido de que una 
pequeña obra, un tajamar «creo que utilizó el ejemplo del pozo 
de agua- también lo necesita. 


Me parece que al referirnos al artículo 4* inc. 1* del Código 
de Aguas estamos invocando la filosofía de dicho Código, en 
cuanto a qué tipo de aguas y de obras se trata y qué entidad 
tienen para quedar sometidas al control de la legislación. Por 
QA parte, una pequeña obra hidráulica no está sometida a Lodo 
el sistema previsto en el Código de Aguas y, por lo tanto, 
tampoco al previo estudio de impacto ambiental. 


Concretamente, propondría sustituir la redacción dada al 
literal i. del artículo 7* del proyecto de ley por la siguiente: “las 
obras previstas por el artículo 4% inc. 1* del Código de Aguas”. 
Reitero, pues, que esas obras estarían sometidas a la cxigon- 
cia de dicho estudio establecida en el acápite del menciona- 
do artículo; como ya sabemos, por la Ley N* 16,170, el Minis- 
terio competente para ello es el de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, 


SEÑOR BLANCO, - ¿Me concede una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ZUMARAN, - Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR BLANCO. - Me valgo de la interrupción porque 
no sé si estoy habilitado para intervenir nuevamente en la dis- 
cusión de este literal. Pero a propósito de lo que dice el señor 
Senador Zumarán, querría señalar por mi parte que la fórmula 
que él propone en definitiva no soluciona la existencia de la 
dificultad que ayer anotaba el señor Senador Cadenas Buix en 
primer término y con la que también concordé, Dicha dificul- 
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tad es la de exigir un requisito o trámite muy elaborado para 
obras que tal vez no tengan una entidad justificada, máxime si 
se tiene en cuenta que si bien es cierto que en el artículo 7* que 
estamos considerando ahora de lo que se habla es de un estudio 
de impacto ambiental, en el artículo 8* se dice que para todos 
los temas del artículo 7% se requerirá también la autorización 
previa del Ministerio, Quiere decir que aun para esas obras 
aludidas en el artículo 4* del Código de Aguas a que se refiere 
el señor Senador Zumarán, si se incorporara la redacción que él 
sugicre, resultaría necesario hacer no sólo un estudio de impac- 
to ambiental, sino también realizar un trámite de autorización 
previa. 


El régimen actual del artículo 42 del Código de Aguas 
«antes cesto estaba bajo la tutela del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas pero en la actualidad se encuentra en la órbita 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente- se refiere a supervisar, regular y vigilar. Estas son 
acciones o potestades de la Administración muy diferentes a la 
de exigir un estudio previo y, por supuesto, a la de requerir una 
autorización previa, En consecuencia, una de las obras previs- 
tas en el artículo 4% del Código de Aguas podría efectuarse sin 
necesidad del estudio previo y de la autorización debido a su 
pegueña cantidad y características pero luego la Administra» 
ción podría supervisarla, regularla y vigilarla, a fin de evitar 
que se afecten derechos o intereses de otras personas. 


Por lo tanto, insistiría en establecer alguna fórmula como la 
sugerida por el señor Senador Cadenas Boix, de tal modo de 
fijar alguna limitación relacionada con la entidad de la obra. En 
tal sentido, podríamos decir; “que sean de entidad suficiente a 
juicio de”, o “tal como lo determine la reglamentación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN.- A mi juicio, la inquietud del señor 
senador Blanco es un poco excesiva. Si se lee con detenimiento 
el artículo 4% del Código de Aguas, se verá que está referido a 
las actividades que puedan alterar el equilibrio ecológico de la 
fauna y la Sora, dañar el ambiente natural o modificar el régi- 
men pluvial, Queda claro, entonces, que la realización de un 
pozo artesanal o un pequeño embalse no tiene la potencialidad 
de producir estos efectos. Asimismo, el mencionado artículo 4* 
dice: “Al tal fin establecerá las especificaciones técnicas que 
deberán satisfacer las observaciones, mediciones, labores, obras 
y servicios: podrá someterlos a su autorización; dispondrá la 
suspensión de las actividades que infringicren aquellas normas 
y ordenará la eliminación o remoción de las obras efectuadas 
en contravención”, 


Reitero, pues, que se trata de obras de una entidad tal que 
no las hace pasibles de ser consideradas pequeñas o menores, y 
creo todos tenemos interés en no entorpecer a estas últimas, En 
tal sentido, cabe señalar que el alumbramiento de un pozo de 
agua o un pequeño tajamar no será objeto de este régimen, 
Asimismo, si tenemos un Código de Aguas que en su primer 
capítulo refiere al tema de las obras hidráulicas que pueden 
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afectar al medio ambiente, y el artículo 4* se encuentra bajo el 
título “Principios Generales”, parecería que la remisión a dicha 
disposición permitiría apreciar esa circunstancia en la que to- 
dos estamos de acuerdo, en el sentido, repito de que debe 
tratarse de obras que, por su entidad o magnitud, estén en 
condiciones de afectar la fauna, la flora, o crear problemas 
ambientales en determinado lugar. 


Por lo expuesto, considero que con esta exigencia de que 
las obras previstas por el artículo 4% del Código de Aguas 
también requieren de un estudio previo, estaríamos salvando 
las dos observaciones que se han formulado y, en ese sentido, 
formulo moción. 


17) SEÑORA LIDA MELBA BENAVIDEZ TABAREZ. 
Pensión graciable. Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe que lo interrumpa, señor 
senador. 


El resultado de la votación correspondiente a la pensión 
graciable a conceder a la señora Lida Melba Benavídez Tabá- 
rez ha sido: 20 en 21. 

Léase el artículo 2*, 

(Se lee:) 


“Artículo 2*.- La erogación resultante será atendida por Ren- 
tas Generales”. 


-Se va a volar. 

(So vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Por lo tanto, el resultado es: 20 en 21. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será comunicado al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por ser igual 
al considerado). 


18) PRESERVACION DEL MEDIO AMBIENTE E IM- 
PACTO AMBIENTAL. Proyecto de Ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión particular 
del literal i) del actual artículo 6% del proyecto de ley sobre 
impacto ambiental. 


SEÑOR BRUERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor miembro 
informante. i 


SEÑOR BRUERA.- Señor Presidente: comprendo perfecta- 
mente la preocupación de algunos señores senadores en el sen- 
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tido de que esta ley entorpezca pequeñas obras con un trámite 
que se considera innecesario, Por tal motivo, hubiera sido muy 
conveniente establecer parámetros mínimos a partir de los cua- 
les sería necesaria la evaluación de impacto ambiental, tal como 
lo hicimos en los literales f, h y 11, Al respecto, allí se señala 
que será necesario dicho estudio cuando se trate de líneas de 
trasmisión de energía eléctrica de 150 kilowatios o más, de 
usinas de generación de electricidad de más de 10 megawatios, 
o en proyectos urbanísticos de más de 100 hectáreas. Induda- 
blemente, a mi juicio, esto hubiera facilitado la tarea, ya que 
permitiría apreciar la magnitud y naturaleza de las obras. La- 
mentablemente, esto es imposible. En consecuencia, nos remi- 
timos a la reglamentación, a la que me voy a referir posterior- 
mente, 


Nosotros entendemos que las obras a las que refiere el ac- 
tual artículo 6* son aquellas que, por su escala y entidad, pue- 
den afectar de manera importante al medio ambiente y a la 
población. Recuerdo que el scñor Senador Blanco, tanto en 
Comisión como en el Senado, expresaba su preocupación acer- 
ca de lo que podría sucederle a un hotel instalado en La Pedre- 
ra, ante lo que debo manifestar que, indudablemente, no le va a 
pasar nada porque se trata de una pequeña obra. Eso es muy 
claro. Tampoco va a tener problemas un azud o un tajamar. 


En realidad, este literal está referido a las empresas impor- 
tantes, como la de Mal Abrigo, la del Colector de San Miguel, 
y los Canales I y 1I. Asimismo, tiene que ver con las represas 
que fueron denunciadas ante la Junta Departamental de Rivera, 
Reitero que no están en juego las pequeñas obras, tales como 
una bomba que se utiliza para el riego de hortalizas, 


Por lo tanto, es necesario encontrar una fórmula en el Sena- 
do que permita trasmitir esta preocupación en forma conercta y 
real, En tal sentido, se me ocurre que el final del actual artículo 
6? podría decir: “El Poder Ejecutivo reglamentará los paráme- 
tros mínimos de las actividades, construcciones y obras a partir 
de las que se deberán realizar las evaluaciones de impacto 
ambiental”. 


Realmente no alcanzo a comprender el hecho de que, prác- 
ticamente, algunos señores senadores estén preocupados por lo 
que pueda suceder ante la construcción de una. cachimba. Si 
continuamos en esa línea, podríamos llegar al extremo de que- 
jarmos por la forma en que se nos sirve el té, debido a un 
problema hidráulico. : 7 


Por lo expuesto, queda claro que tenemos que remitir este 
tema a la reglamentación y no dedicamos a establecer paráme- 
tros en este momento, para lo que no estamos en condiciones. 

SEÑOR ASTORI.- Pidola palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 

SEÑOR ASTORI.- Deseo hacer una brevísima interven- 


ción, ya que se me ha presentado una inquietud acerca de una 
palabra que figura en el texto. En el literal 1) se expresa: “obras 
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hidráulicas para explotación o regulación de recursos hídricos”. 
En tal sentido, consulté al señor miembro informante por qué 
se había empleado la palabra “hidráulicas”. En mi opinión, 
debería decir: “Obras para explotación o regulación de recursos 
hídricos”, ya que no tienen por qué ser obras hidráulicas. 


Concretamente, propongo que se suprima dicha palabra del 
texto, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconvenientes, se su- 
primiría este vocablo, 


SEÑOR BRUERA.- De acuerdo. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- Pido la palabra para una acla- 
ración, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX.- Es entendido, luego de lo ex- 
puesto por el señor Senador Bruera, que luego se va a votar 
una disposición final y general que exprese que la reglamenta- 
ción establecerá los criterios mínimos o máximos de contami- 
nación ambiental. 


SEÑOR BRUERA.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, esa disposición se 
votará si obtiene la mayoría. El señor Senador Bruera ya ha 
expresado su voluntad de formular esa moción y, por lo tanto, 
ese tema se considerará. Si esa es la voluntad general del 
Senado, dicha disposición se incorporará, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal 1) con 
la modificación propuesta por el señor Senador Astori. A pesar 
de ser éste un tema acuático, estamos empantanados desde 
hace un largo rato. 


(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 

SEÑOR ZUMARAN.-- Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ZUMARAN.- He votado negativamente porque en- 
tiendo que era mejor la referencia a las obras del artículo 4* del 
Código de Aguas. En mi opinión, lo que se ha aprobado es la 
exigencia del estudio para las obras previstas en la disposición 
mencionada, y no para otras. Inclusive, las citadas en ese 
artículo exigen siempre y en todos los casos el previo estudio 
del impacto ambiental. 


Simplemente, quería dejar una constancia de mi opinión 
personal, 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el literal j). 
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Con respecto a este literal, en el día de ayer el señor Sena- 
dor Zumarán expresó que no creía lógico que se considerara 
que las explotaciones forestales causaran un impacto ambiental 
negativo. Por el contrario, dichas plantaciones como rectificaba 
ayer el señor Senador Urioste, tienen un impacto beneficioso 
sobre el medio ambiente; esto es un. valor entendido. 


Como el señor Senador Zumarán ya hizo uso de la palabra 
y no puede volver a hacerlo, quien habla va a retomar su 
bandera, En tal sentido, deseo expresar que en el día de ayer 
me resultó plenamente convincente lo que él expresó al respec- 
to. He meditado sobre el tema y tengo para mí -creo que todos 
los sabemos, ya que es una de las cuestiones clásicas y perma- 
nentes del tema del medio ambiente- que lo que deteriora el 
medio ambiente no es la forestación sino la desforestación. 


Existe un drama en grandes zonas del mundo, particular- 
mente en los trópicos, en donde año a año se van desforestando 
decenas y decenas de miles de hectáreas de bosques y selvas 
con impacto tremendamente negativo sobre el medio ambiente. 
Es notorio, asimismo, que en el norte de Europa se ha llegado, 
-no sé si por vía normativa, pero sí de hecho- a una prohibición 
de la explotación forestal en gran escala, porque la pérdida de 
esa gran zona de reserva forestal tiene consecuencias muy da- 
ñosas sobre el medio ambiente del centro y del sur de dicho 
continente, 


Podemos decir, entonces, que existe un clamor universal 
para que se planien árboles y para que no se los tale. De tal 
modo que aquí, cuando hacemos lo que desde el punto de vista 
ambiental parece razonable, esto es incentivar la forestación, 
nos encontramos en que este proyecto de ley parece tener un 
criterio contrario, reflejando el temor de que la explotación 
forestal cause un deterioro del medio ambiente que, a mi modo 
de ver, no tiene razón de ser. 


Por otra parte, creo que esta disposición es incongruente 
con la legislación nacional en la materia. Al respecto, existía 
una Ley Forestal desde los últimos años de la década del *60, 
Como esto no parecía suficiente, en una de las buenas acciones 
y preocupaciones de la Legislatura pasada -creo que incentiva- 
da por el Poder Ejecutivo de la época, que fue autor del pro- 
yecto-, se dictó una nueva, más completa, ambiciosa y mejor 
Ley Forestal que, felizmente, está funcionando muy bien en la 
práctica. 


SEÑOR ZUMARAN.- Fue una iniciativa mía, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si así fue, se lo reconozco gusto- 
so, señor Senador. 


Quiero hacer notar que la ley está funcionando muy bien e 
incentiva por todos los medios razonables la plantación de ár- 
boles en el país; hay estímulos de diverso carácter y amplias 
exoneraciones fiscales. Entonces, por un lado le decimos a la 
gente que plante árboles e invierta, y la exoneramos del pago 
de los impuestos pero, por otro, la hacemos pasar previamente 
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por el “via crucis” de la autorización administrativa y le pedi- . 
mos que realice un estudio o evaluación del impacto ambiental. 
Evidentemente, esto no parece ni es razonable, Entiendo que 
no hay que tener temor de que se planten árboles ni se deben 
poner trabas para ello. O tenemos una ley para incentivar la 
forestación, o la derogamos si creemos que los árboles son 
peligrosos para el medio ambiente. Esto último no puede pen- 
sarlo nadie que esté en sus cabales. 


Por todas estas razones -pido disculpas por la transgresión 
que he hecho al Reglamento hablando desde la Mesa- votaré 
negativamente el literal j). Además, en el día de hoy consulté al 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, doctor Pedro 
Saravia, quien me manifestó que su Cartera tampoco comparte 
este literal y que lo entiende incongruente con la legislación 
vigente en la materia. 


SEÑOR URIOSTE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR URIOSTE. - El señor Presidente hizo un planteo 
que quien habla deseaba realizar, en el sentido de que el literal 
j) contradice las leyes vigentes. 


La primera Ley Forestal del año 1968 ya establecía el inte- 
rés del país en desarrollar la forestación, que luego se reiteró 
con la actual ley vigente de forestación. Por lo tanto, creo que 
hay un estudio que nuestro país ha venido realizando desde 
hace muchos años, con el interés de que se desarrolle la fores- 
tación en el Uruguay, porque tenemos muy pocos montes, En 
consecuencia, reitero que comparto totalmente los conceptos 
vertidos por el señor Presidente, porque estaríamos frente a una 
gran contradicción respecto a lo que el Uruguay se ha impuesto 
desde hace mucho tiempo, y que ha llevado a cabo últimamen- 
te, promoviendo la forestación. 


Por lo tanto, propongo que este inciso se vote negativamen- 
te. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Sobre este punto se da una situación 
bastante peculiar -creo estar en mis cabales- y estoy práctica- 
mente de acuerdo con todo lo que aquí se ha manifestado, ya 
sea por parte del señor Senador Zumarán, como del señor Se- 
nador Urioste y del señor Presidente. Digo esto no porque ellos 
sean vascos, sino porque realmente comparto todo lo que han 
dicho pero, sin embargo, me parece conveniente que se man- 
tenga este inciso, Es más, me parece muy sensata la inclusión 
de este literal j), aunque no sé si lo que corresponde es decir 
“explotaciones forestales” o “plantaciones forestales”. De todos 
modos, creo que es perfectamente congruente la preocupación 
por el mantenimiento de aspectos sustanciales del medio am- 
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biente con la exigencia de que las plantaciones de cierta enti- 
dad tengan un estudio de impacto ambiental. Esto obedece a 
que no todas las especies de árboles pueden ser igualmente 
beneficiosas, y si bien no soy técnico como para poder brindar 
ejemplos suficientes, creo que podemos, en principio, aceptar 
que no cualquier plantación -hecha esta en forma importante y 
voluminosa, y en cualquier sitio del territorio nacional- pue- 
de ser considerada beneficiosa “per se”. Incluso, más allá de 
las distintas especies de árboles, debemos recordar que hay 
un impacto ambiental que se ha generado en uno de los sitios 
más portentosos y singulares desde el punto de vista paisajís- 
tico -incluso se lo ha considerado como un ámbito de particular 
relevancia, no sólo a nivel nacional, sino también internacio- 
nal- como lo son las proximidades de Cabo Polonio, que fueron 
gravemente perturbadas por la plantación de árboles. Las dunas 
increíbles que existen en ese lugar han visto perturbadas su 
existencia y perdurabilidad, debido a la presencia de aquello 
que genéricamente podemos considerar como un beneficio, pero 
que ocasionalmente puede generar alteraciones ecológicas que 
no necesariamente son beneficiosas. 


Por todo esto, me parece sensato el mantenimiento de este 
inciso, y no porque no crea que en forma muy genérica la 
forestación no tenga que ser alentada. No creo que esto contra- 
diga a las leyes vigentes, pero pienso que cuando se va a 
realizar una plantación verdaderamente significativa conviene 
que ello sea analizado. Por otra parte, supongo que la regla- 
mentación indicará plazos prudenciales para emitir los juicios 
técnicos correspondientes con el fin de que los trámites no se 
transformen en un “via crucis” previo para efectuar esas planta- 
ciones. 


Existen a nivel nacional experiencias que se hicieron pen- 
sando que constituían un beneficio -incluso para el acceso tu- 
rístico a determinada zona- y se han transformado en un perjui- 
cio bastante importante, porque generaron condiciones tales 
que disminuyen los propios intereses turísticos que no dejan de 
ser tan importantes como los resultados económicos que pue- 
den provenir de la forestación. 


Seguramente, en el ejemplo que he citado anteriormente la 
forestación no estaba pensada cn términos de explotación eco- 
nómica, sino pensando que se iban a lograr mejores condicio- 
nes para acceder al ámbito costero. Entonces, sin dejar de ad- 
mitir que estas expresiones anteriores formuladas por los seño- 
res senadores que me precedieron en el uso de la palabra son 
sensatas, es igualmente sensato -desde mi punto de vista- que 
se mantenga este inciso, que procura un análisis previo para 
evitar perturbaciones, tanto en lo que tiene que ver con la 
explotación agropecuaria, como en otros aspectos vinculados al 
mantenimiento de valores estéticos, ambientales y geológicos 
directamente vinculados, por ejemplo, al turismo. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


- SEÑOR ARANA. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - Creo que el señor Senador Arana 
ha realizado una observación muy interesante, al refcrirse a 
Cabo Polonio. Nosotros pensábamos proponer que al final del 
artículo se estableciera la exigencia de la realización de un 
previo estudio ambiental para toda la zona que se denomina 
faja costera, que es un lugar muy sensible desde el punto de 
vista ambiental. En el caso de Cabo Polonio, quizás el gran 
error haya sido pensar que el hombre puede intervenir en esas 
zonas costeras sin provocar un impacto ambiental que en la 
mayor parte de los casos es adverso. Más aun en esta zona que 
estamos mencionando y que debe ser única en el mundo, por- 
que tiene una reserva de fauna como no debe existir otra. 
Entonces, lo primero que debe hacer nuestro país es no tocar la 
zona de Cabo Polonio, al igual que otros lugares que han sido 
declarados como muy particulares, 


En consecuencia, creo que esto no se evita con el tema de 
la forestación, sino que debe establecerse un literal que exija 
un previo estudio ambiental en toda obra proyectada en zonas 
de la faja costera. Puede tratarse de un proyecto de forestación, 
o cualquier otro intento para fijar las dunas, porque parece que 
ello provoca a la larga un deterioro ambiental. Seguramente 
que con un sentido natural todos pensábamos que si se efectua- 
ran obras con el objeto de frenar el movimiento de las dunas 
mejoraríamos el acceso turístico, pero parece que esto es un 
tremendo error, porque se trata de un movimiento natural de 
estas formaciones tan curiosas. Entonces, a mi entender debe- 
mos preservar la faja costera de la forestación y de cualquier 
otro intento similar, porque sería criminal realizar, por ejem- 
plo, una rambla a pocos metros del mar. Ello sería un atentado 
al medio ambiente, y provocaría un impacto ambiental, Enton- 
ces, creo que mejoraríamos y preservaríamos estos lugares si 
establecemos una disposición como esta, aunque no creo que 
sea necesario someter todas las plantaciones forestales a este 
requisito. 


Finalizo, señor Presidente, señalando otros argumentos. Se 
ha dicho, por ejemplo, que la forestación es una buena idea, 
pero sólo en tierras de aptitud forestal. No estoy de acuerdo 
con esto, porque no sé si el Bosque Lussich está o no en tierras 
de aptitud forestal, pero considero que el Uruguay debe defen- 
der este bosque con uñas y dientes, y todos debemos rendir 
homenaje a Lussich por esa obra. 


Hace poco tiempo tuve oportunidad de conocer un bosque 
perteneciente al Banco de Seguros del Estado en la localidad 
de Cerrillos, específicamente en el parador de Las Brujas que 
me dejó admirado, Sin embargo, estoy seguro de que no se 
trata de tierras con aptitud forestal. No sé quién fue el visiona- 
rio y el pionero que lo plantó. Otro ejemplo a tener en cuenta 
es el de la Fortaleza de Santa Teresa y los emprendimientos 
realizados por las Cajas Bancaria y Notarial. 


Ojalá todos esos emprendimientos se multipliquen, porque 
el impacto ambiental ha sido siempre positivo. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor Senador 
Arana, 


SEÑOR ARANA. - Vuelvo a repetir que coincido con to- 
dos esos argumentos, ya que me parecen muy sensatos y com- 


prensibles. Particularmente el vertido por el señor Senador Zu- | 


marán en cuanto a la faja costera tan maltratada desde hace 
mucho tiempo. En ese sentido, el hecho de hacer una rambla en 
todos los lugares donde hay un poco de agua en este país, me 
parcce algo totalmente incomprensible y demencial porque es 
una de las maneras más perturbadoras, por ejemplo, de impedir 
la regeneración de las arenas naturales de nuestras playas. Esa 
mala costumbre existe y esperamos revertirla de la mejor ma- 
nera posible y generar el consenso necesario para que aquellos 
que mos han instruido acerca del equilibrio ecológico puedan 
encarnar nuestras propias conciencias. Con esto, me estoy refi- 
riendo a todos los ciudadanos uruguayos. 


Entiendo que la inserción de cada uno de estos incisos, de 
ninguna manera 'son limitaciones, acaso pueden ser condiciona- 
mientos en cuanto a que es necesario estudiar para determina- 
dos casos su pertinencia o no. 


En cuanto a la forestación, esta es absolutamente beneficio- 
sa -incluso esto está consagrado por varias leyes nacionales- 
teniendo en cuenta que nuestro país fue desforestado en los 
últimos siglos. De cualquier modo, entiendo que no es total- 
mente desatinado que cuando la forestación pase a tencr un 
determinado volumen relevante, se deba realizar un estudio 
previo, pero con el fin de desalentar solamente aquellos casos 
que se entiendan inconvenientes. 


Debo señalar para que conste en actas -por cualquier even- 
tualidad ulterior- que en la reglamentación o en algunos de los 
artículos de este proyecto de ley debcría contemplarse que este 
estudio de impacto ambiental debe tener una prolongación tem- 
poral relativamente acotada. Quizá se podría estipular 60 Ó 90 
días pero no un lapso que desaliente a quien quiera generar 
condiciones favorables para llevar una empresa de este tipo y 
para todos los habitantes del país, en todos aquellos casos don- 
de no se generen perturbaciones ambientales. Considero que 
este sería un criterio de sensatez y el no incluirlo podría privar- 
nos de evitar un impacto que de pronto podría ser negativo. 
Pero aun admitiendo que ese impacto fuera negativo, segura- 
mente debe ser en un porcentaje minoritario de todas aquellas 
propuestas que se generen en este ámbito. 


SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: las argumenta- 
ciones vertidas en el día de ayer y en el de hoy por el señor 
Senador Zumarán y por otros señores senadores, me han con- 
vencido en la necesidad de eliminar este inciso. En primer 
lugar, como se ha dicho, el objetivo de la promoción de la 
forestación en el país ha tenido una acogida legal explícita e 
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intensa y en ese sentido, conocemos los grandes alcances que 
tienen. 


En segundo término, comparto lo que acaba de expresar el 
señor Senador Arana con respecto al caso de la zona de Cabo 
Polonio. A este ejemplo se le podría agregar el de un tipo de 
forestación que existe en nuestro país y que suele pasar desaperci- 
bida por la atención pública, Me refiero a los montes naturales 
que proveen -y con esto daré un dato muy prosaico- la leña que 
se utiliza en las llamadas parrilladas, Al respecto, puedo decir 
que en muchas provincias argentinas está prohibida la utiliza- 
ción de este tipo de leña, a los efectos de preservar los montes 
naturales. Hace alrededor de 20 años, conocí montes naturales, 
por ejemplo, en Artigas, que en el día de hoy prácticamente 
son inexistentes. En ese sentido, advierto lo expresado por el 
señor Senador Arana, pero también señalo -como él lo expresó- 
que son muchos más los casos en los cuales el problema no se 
plantea que en los que sí sucede. Creo que para cuidar esa 
legítima preocupación del señor Senador Arana, está el artículo 
17 -que todavía no hemos considerado- que tiene una redacción 
que ayer califiqué de muy defectuosa, y para el que he pro- 
puesto una alternativa que está en poder de la Mesa. Si se 
aprobara la nueva redacción este artículo diría que cuando una 
actividad, construcción u Obra, incluso las existentes a la fecha 
de entrada en vigencia de la presente ley, produjeran alteracio- 
nes o emisiones contaminantes del medio ambiente , el Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
podrá -literal b)- aplicar las medidas destinadas a eliminar o 
paliar sus efectos nocivos. Quiere decir que un emprendimiento 
que apunte a causar los daños que señalaba el señor Senador 
Arana, está previsto más adelante en este proyecto de ley y 
podrá ser corregido si la autoridad correspondiente se mueve 
como es de creer y esperar, 


Por otra parte, entiendo que si mantuviéramos esta norma 
en el proyecto de ley, se estaría creando una grave duda sobre 
los reales alcances que a partir de esta nueva ley, tendría la ley 
forestal. No nos olvidemos que en estos momentos el tema de 
la forestación es importante, no sólo por lo que tiene relación 
directa con el medio ambiente sino también por lo que significa 
como fuente alternativa de energía que es requerida por una 
industria que, por diversas razones, se ve más obligada a redu- 
cir sus costos o el aumento de ellos. Entiendo que es uno de los 
pocos y excepcionales sectores del país en los cuales se puede 
afirmar efectivamente que hay una confianza que motiva el 
mantenimiento y el incremento de las inversiones, no sólo por- 
que esa ley forestal es muy buena ni porque en sí misma la 
actividad forestal es necesaria, sino porque, por otra parte, es 
rentable y tiene apoyos tributarios y crediticios que, desgracia- 
damente otras actividades no lo tienen. 


Por todo esto, me parece equivocado introducir un grano de 
arena en el delicado engranaje de la política forestal del país. 


Repito que este proyecto de ley cuenta con una norma -me 
refiero al artículo 17-, que podrá ser perfectible, quizá a través 
de mi proyecto de artículo sustitutivo, pero que va en la direc- 
ción que le preocupa al señor Senador preopinante. 
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SEÑOR OLASCOAGA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR OLASCOAGA.- Señor Presidente: creo que el man- 
tenimiento de este inciso no perjudica. Además, hay que tener 
en cuenta que refiere a explotaciones de más de 100 hectáreas, 
que es una cantidad importante, con lo que la realización del 
estudio que exige el artículo 72 no será dificultosa para los que 
están en condiciones de plantarlas. 


De todos modos, no debemos olvidar que el artículo que 
fija las condiciones de impacto ambiental se refiere también a 
condiciones estéticas, culturales, sanitarias, etcétera, Además, 
es una medida de protección para que equivocadas plantacio- 
nes -como la que se cita tan a menudo y resulta casi un caballi- 
to de batalla, del Cabo Polonio- tengan una determinada con- 
tención. 


A su vez, el Ministerio, por el artículo 8%, está sometido a 
determinados plazos. El referido artículo expresa que el Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
se expedirá dentro del plazo que fije la reglamentación. Por lo 
tanto, debemos tener la seguridad de que la reglamentación va 
a establecer plazos razonables. Si mantenemos este literal j), 
ponemos a cubierto, con una norma general, cualquier desvia- 
ción que se pueda dar en el tema de la forestación. 


Pensamos que no va a ser difícil para el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente expedirse 
sobre el tema, sobre todo estando vigente la Ley Forestal que 
simplifica tremendamente el fallo sobre si va a ser conveniente, 
o no, la forestación que se proponga. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el literal j). 


(Se vota:) 

-9 en 18. Empate. 

Se reabre la discusión. 

Corresponde votar nuevamente. 

(Se vota:) 

-9 en 18. Negativa. 

Al igual que en el día de ayer, la Presidencia debe solicitar 
que se designe un Presidente ad hoc, dado que dcbe cumplir 
con un compromiso contraído con anterioridad y ninguno de 


los tres Vicepresidentes se encuentran en Sala. 


SEÑOR RICALDONI.- Mociono para que se designe Presi. 
dente ad hoc al señor Senador Pereyra. 


(Apoyados) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Sí no se hace uso de la palabra, se 
vaa votar. 


(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

La Presidencia invita al señor Senador Pereyra a sustituirla, * 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Pereyra). 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- En con- 
sideración el literal k). 


SEÑOR BRUERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Tiene 
la palabra el señor Senador. , 


SEÑOR BRUERA.- En el día de ayer el señor Senador 
Bouzas aclaró, en mi opinión correctamente, el tema referido a 
este polémico asunto. 


El señor Senador hizo hincapié en el hecho de que hay * 
pequeñas unidades que pueden dar ocupación a muy pocos 
obreros y, sin embargo, ser tóxicas. Al respecto, dio ejemplos 
de determinadas industrias que manejan plomo en pequeños 
talleres, 


Por eso, soy partidario de mantener la expresión “unida- 
des”. Acá no hablamos de generar problemas a fábricas que 
tienen 200 ó 300 obreros. 


Por lo tanto, voy a proponer una nueva redacción a ver si 
logramos ponernos de acuerdo en este tema. 


La misma diría: “literal k).- Complejos industriales, agroin- 
dustriales y turísticos y unidades que, por su naturaleza y mag- 
nitud, pueden causar un impacto ambiental de entidad”. Inclu- 
so, se podría usar el adjetivo “grave”. 


SEÑOR CADENAS BOLX.- No tengo inconveniente en la 
redacción propuesta. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Tiene 
la palabra el señor Senador, 


SEÑOR RICALDONI.- Creo que esta nueva redacción com- 
plica la redacción de este inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Léase 
nuevamente la redacción propuesta por el señor Senador Bruera 


(Se lee:) 
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“Literal k).- Complejos industriales, agroindustriales y tu- 
rísticos y unidades que, por su naturaleza y magnitud, pueden 
causar un impacto ambiental grave”. 


SEÑOR BLANCO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra.).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BLANCO.- Sugeriría cambiar la conjunción “y” 
por la conjunción “o”, porque en algunos casos puede ser que 
lo que se afecte sea la magnitud y, en otros la naturaleza. Si 
ponemos magnitud y naturaleza, se trata de algo acumulativo; 
si usamos la conjunción *“o”, se trata de algo alternativo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar el literal k) con la 
modificación propuesta. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
En consideración el literal 1). 

SEÑOR ZUMARAN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Tiene 
la palabra el scñior Senador. 


SEÑOR ZUMARAN.- Al releer este literal me di cuenta 
que el mismo es redundante ya que si en una zona industrial o 
en una zona franca se pretende hacer carreteras, puentes, vías 
férreas, acropucrtos, etcétera, hay que solicitar, previamente, el 
estudio de impacto ambiental. Entonces, no veo la razón de 
agregar este literal. Pienso que si lo suprimimos, no se pierde 
nada. 


SEÑOR BRUERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BRUERA.- Dado que en las zonas francas hay una 
serie de franquicias, no creo que esté demás incluir este literal, 
Inclusive, en algún momento se manejó la idea de mantener 
este artículo, pero no haciendo jugar otro literal, porque se 
consideraba que las zonas francas podían tener un tratamiento 
especial. 


Personalmente, no considero que sea así y, por lo tanto, me 
parece que este literal no está demás y pienso que es bastante 
preciso frente a facilidades de diverso tipo que se han otorgado 
en la creación de zonas francas. 


SEÑOR RICALDONTL..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn, Carlos Julio Pereyra).- Tiene 
la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR RICALDONTI.- Señor Presidente: pienso que esta 
discusión tan responsable que estamos llevando a cabo en el 
Senado, puede hacer ver a algunos de quienes hemos trabajado 
en este proyecto -inclusive a aquellos que no integran la Comi- 
sión, como quien habla- los defectos que puede llegar a tener. 
Entiendo que es atinada la observación que se ha hecho respec- 
to a la permanencia del literal 1). Es más, creo recordar que 
hicimos algún intento no digo de eliminación, pero sí de reali- 
zar importantes modificaciones al mismo. 


Entonces, ahora que se replantea el asunto, considero que 
no sólo no agrega nada sino que, además, también en este caso 
puede dar lugar a interpretaciones equívocas de otras partes del 
ordenamiento jurídico del país. ¿Por qué razón? Ante todo, 
porque no sé qué significa -se nos podrá preguntar por qué no 
lo vimos antes quienes trabajamos en este proyecto de ley y la 
respuesta podría ser que no lo hicimos por muchas razones- 
instalar una zona industrial. Honestamente no lo sé, porque no 
conozco en la práctica cuál es el hecho que se desea contem- 
plar. 


En todo caso, en el literal anterior se hace referencia a los 
complejos y a las unidades industriales y, por lo tanto, no me 
puedo imaginar una zona industrial que interesara a esta ley, 
que no contenga complejos y unidades industriales. 


Por otra parte, y en lo que hace a las zonas francas, me 
parece que éstas no son otra cosa que una parte del territorio 
nacional que tiene un régimen especial tanto en lo que tiene 
que ver con el ingreso y salida de mercaderías, bienes, e inclu- 
sive de servicios como con lo relacionado a disposiciones de 
tipo promocional como en el caso son las exenciones tributa- 
rias. Pero ello no significa que deje de ser territorio uruguayo. 


En este momento se me ocurre que así como voté, cam- 
biando mi punto de vista -no tengo ningún inconveniente en 
reconocerlo, porque estas son las virtudes que tiene la discusión 
particular-, negativamente la supervivencia del literal relativo a 
las explotaciones forestales, pensando, entre otras cosas, en las 
perturbaciones que involuntariamente podría introducir en la 
recta aplicación de la legislación en esta materia, digo que al 
país no le pueden ser indiferentes las zonas francas y menos 
aun al legislador, puesto que significan una importante contri- 
bución al desarrollo del país. 


Entonces, sí me coloco en la óptica un poco distante y 
desconfiada de un inversor extranjero que desea instalarse para 
realizar cualquiera de las actividades permitidas en zonas fran- 
cas, se me ocurre que podrían existir lecturas que perjudicaran 
el mantenimiento de este régimen que, reitero está bien que se 
hagan. 


Insisto en que todo lo que pueda suceder ya está previsto en 
otras disposiciones no sólo en las incluidas en este artículo, 
sino también en las que figuran luego como, por ejemplo -y 
cito sólo algunas- en los artículos 8*, 92 y 17, 


De modo que, señor Presidente, la argumentación que he 
escuchado en Sala me ha convencido de que es preferible eli- 
minar el literal 1) del artículo 7?. 
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SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor Presidente: confieso que tuve la 
misma preocupación que el señor Senador Zumarán cuando el 
tema se discutió en la Comisión, donde concurrí en virtud del 
interés que me despertaba. 


Efectivamente, ahora estoy convencido, luego de la discu- 
sión que se produjo en ese ámbito y de conocer una serie de 
informes a los que tuve acceso, de la necesidad de mantener 
este literal 1), aunque no sé si su texto es el más adecuado. 


Lo que ocurre es que hay un problema que se está presen- 
tando en el mundo y que sobre todo están sufriendo los países 
del llamado Tercer Mundo, y es el que tiene que ver con la 
exportación por parte de los países desarrollados de los dese- 
chos atómicos y tóxicos para poder enterrarlos en minas aban- 
donadas, en el fondo de los mares o en depósitos ubicados en 
las naciones subdesarrolladas. Esto a veces se realiza por inter- 
medio de convenios celebrados entre países que por necesidad 
y por el pago de una determinada cantidad de dinero a modo de 
alquiler, aceptan este tipo de cosas. No obstante, en ciertas 
oportunidades se ha descubierto que esto se hace en forma 
clandestina, Así, han aparecido barcos, ferrocarriles o camiones 
cargados con bidones que se depositan por un tiempo en cierto 
lugar, que bien puede ser una zona franca. No es la primera 
vez, en lo poco que conozco de la historia del país, que en las 
Zonas Francas se descubren envíos de elementos tales como 
papel de diario, piedras, etcétera en virtud de que la mercancía 
ingresada en la zona franca salió o ingresó en forma clandesti- 
na al país. Han quedado, por ejemplo, camisas, cigarrillos, 
aparatos de radio, etcétera. Esta es una historia muy conocida 
por nosotros, y no hay duda de que es grave desde el punto de 
vista de la recaudación que debería haber hecho el Estado por 
concepto de impuestos. Pero ahora estamos hablando de -un 
problema aun más grave: de desechos tóxicos de elementos que 
ticnen radioactividad, que en muchos casos duran cientos de 
años, y que de pronto algún día podemos encontrarlos deposita- 
dos en alguna Zona Franca. 


En consecuencia, no tenemos inconveniente en que se mo- 
difique la redacción de este literal; pero sí queremos hacer 
hincapié en que debe quedar claro que, en el caso concreto de 
las Zonas Francas, es conveniente estar alertas porque podría- 
mos llegar a encontrarnos con alguna sorpresa desagradable, 
como ya ocurrió en otros países de América Latina y de Africa. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
ta palabra el señor Senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: confieso que no 
había advertido la posible redundancia del literal H de este 
artículo hasta que esta tarde lo hizo notar el señor Senador 
Zumarán, con quien concuerdo en lo siguiente. 
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Aquí se dice: “Instalación de zonas industriales y zonas 
francas, cuando comprendan las obras -o actividades enunciadas 
precedentemente”. Si no las comprendiera, obviamente éstas 
no serían objeto del estudio de impacto ambiental ni de la 
autorización previa. En cambio, si las comprende, y por estar 
ello contemplado en los literales anteriores, habrá un estudio 
ambiental y también una autorización previa. En consecuencia, 
tal como está planteada la norma -en este sentido no entro a 
discutir el tema que plantea el señor Senador Bouzas, que es 
distinto- resulta redundante su redacción. Insisto en que a pesar 
de haber visto con anterioridad este texto, no había advertido 
este hecho hasta el momento. Y dado que ahora creo que 
efectivamente es así, me parece que procede su eliminación. 


En ese sentido, quisiera agregar algo que el señor Senador 
Ricaldoni mencionó y a lo que me adhiero muy firmemente: 
las zonas francas como tales son parte del territorio de la Repú- 
blica por lo que en ellas rige la jurisdicción y las leyes del país 
en forma plena. Por supuesto hay excepciones a los efectos de 
ciertos beneficios; por ejemplo, franquicias de naturaleza fiscal 
O tributaria, pero eso no cambia la absoluta y total vigencia del 
orden jurídico de nuestro país, cualquiera sea la ubicación de la 
zona franca, 


Por lo tanto -y este razonamiento en cierto modo va al 
encuentro de la preocupación del señor Senador Bouzas- 
todo lo que signifique manipuleo de sustancias tóxicas peli- 
grosas -no sólo pueden ser desechos atómicos sino también 
estupefacientes- es objeto de la jurisdicción y legislación na- 
cionales que tienen total vigencia en las zonas francas. Asimis- 
mo, las medidas de la policía -en el término más amplio y no 
solamente en su labor ejecutiva en el Ministerio del Interior 
sino como agencias del Estado que cumplen funciones de vigi- 
lancia, supervisión y fiscalización en la actividad de los parti- 
culares- que el Estado uruguayo posee y que están establecidas cn 
la Constitución y la ley, también son aplicables en la zona franca. 


Pienso que la referencia específica a las zonas francas, tie- 
ne, diría, un significado político -en el sentido más amplio de 
la palabra- negativo, pues sería como si nosotros pusiéramos en 
duda que en esa zona el Uruguay ejerce plena jurisdicción. 
Entonces, no necesitamos aclararlo. Por la inteligencia de los 
textos -como sefialó el señor Senador Zumarán- podríamos de- 
cir que la norma contenida en el literal 1) es redundante porque 
ya está implícita en las demás disposiciones; además por esc 
otro enfoque de carácter si se quiere político y jurídico, debo 
decir que me inclino por la supresión de este parágrafo. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR BLANCO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - En el plano en el que está discu- 
rriendo el señor Senador Blanco, quisiera agregar que es muy 
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difícil pensar que un extranjero plantee que quiere instalar una 
zona franca para usarla como cementerio de materiales radio- 
activos, de manera que el Gobierno, antes de autorizar esto 
tenga que hacer un previo estudio ambiental. Esas actividades 
por ejemplo, de cementerios de desechos radioactivos o de 
tráfico de estupefacientes, sin duda en el ámbito del ilícito, se 
hacen de contrabando, oscuramente. Creo que esta situación 
hay que preverla expresamente en un artículo que, lisa y llana- 
mente tiene que prohibirla, sin siquiera realizar un estudio de 
impacto ambiental. Es el caso de una persona que pide permiso 
para matar a otra; la solicitud se devuelve por improcedente. 
Este caso debe estar en el campo del ilícito. Tal vez se pueda 
incluir al final de la disposición o dar una mejor redacción al 
artículo 17 en la cual no se limite exclusivamente a las obras 
previas a la sanción de esta ley, sino a cualquiera posterior 
con o sin autorización. Por ejemplo, puede darse el caso que 
dentro de un año o dos se introduzca en el país material 
radioactivo -preocupación que comparto con el señor Senador 
Bouzas- tal como ha ocurrido en varios países desarrollados 
que hoy tienen ese problema y lo trasladan al hemisferio sur, al 
tercer mundo. Inclusive, han elegido al Atlántico Sur como 
cementerio de esos desechos. Esto me hace pensar, reitero, que 
debemos preverlo e incluirlo en el artículo 17 o en alguna 
disposición final y en forma expresa, No obstante diría que 
sucna absurdo someter el intento de esos ilícitos a un estudio 
previo de impacto ambiental. Reitero que estas cosas deben 
estar directamente prohibidas en el país. Lo que sí debe some- 
terse a ese estudio son aquellas cosas que entran en el campo 
de lo dudoso como pueden ser los residuos industriales, el 
humo y los ruidos, pero no hechos tan flagrantes. Además, 
pienso que es fundamental decir que en la zona franca se apli- 
can todas las leyes del país, excepto aquellas establecidas en la 
Ley de Zonas Francas como las aduaneras. Por ejemplo, si se 
produce un homicidio en esa zona será juzgado por las leyes 
penales del país, ante los tribunales de la República. Lo mismo 
sucederá si se violan otras disposiciones legales, casos que se 
someterán a la Administración, jueces y leyes nacionales salvo, 
repito, las situaciones para las que la Ley de Zonas Francas 
establece un estatuto especial. 


Entonces, si se requiere la realización de este estudio de 
impacto ambiental para el caso de las zonas francas, puede ser 
que en el día de mañana también se las excluya de otras situa- 
ciones. Me parece que lo más conveniente es no entrar en la 
legislación de la zona franca porque lo más probable es que 
terminemos creando un efecto contrario al que deseamos. La 
inquietud del señor Senador Bouzas debería recogerse ya sea 
en el artículo 17 o en otra disposición que, expresamente, con- 
dene el hecho concreto que se plantea, es decir, el entierro de 
desechos radioactivos porque es una amenaza a la que está 
expuesto nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Puede 
continuar el señor Senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - A propósito de la inquietud planteada 
por el señor Senador Bouzas, así como el curso que tomó la 
intervención del señor Senador Zumarán, quisiera señalar que a 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 339 


esta altura me asalta una cierta preocupación acerca de la mar- 
cha del proyecto de ley que nos ocupa. Esta se refiere a que 
podamos detectar la existencia de una serie de actividades po- 
tencialmente riesgosas o inconvenientes desde el punto de vista 
del medio ambiente y al buscar en el artículo 6% y no encontrar- 
las, pensemos en la necesidad de establecer normas adiciona- 
les. De esta forma corremos el riesgo no sólo de extender 
nostro trabajo en forma desmesurada, sino realizarlo improvi- 
Sa “mente, incluyendo de pronto algunas materias que tal vez 
lo justifiquen dejado fuera otras que, quizás, tengan una justifi- 
cación igual o similar. 


En esé sentido, quiero recordar -tal vez alguno de los inte- 
grantos de la Comisión me pueda rectificar si me equivoco- 
que la filosofía de este proyecto consiste en hacer un listado de 
grandes actividades o realizaciones con un potencial contami- 
nante muy significativo para lo cual se exige de antemano, para 
su autorización administrativa, un estudio de impacto ambien- 
tal, La estructura básica radica en torno a estos principios a los 
que hemos agregado una disposición -cuya constitucionalidad 
ha sido discutida pero que sostenemos- por.la que se habilita al 
Poder Ejecutivo a incorporar estos requisitos a otras actividades 
como podrían ser algunas de las mencionadas. Sin perjuicio de 
ello, además, debemos recordar que el artículo 17 de este pro- 
yecto ya contiene el germen de una posible forma de encarar y 
contemplar situaciones que no son las que establece el artículo 
7, Según tengo entendido, el señor Senador Ricaldoni tiene al 
respecto un proyecto de texto sustitutivo que confirmaría esta 
tendencia y aventaría temores que se han expuesto hoy en Sala. 


A mayor abundamiento, debemos tener presente forzosa- 
mente la legislación que hemos aprobado en esta misma Legis- 
latura y en este mismo Cuerpo, como es la creación del Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
cuyo artículo 6* expresa: “El Ministerio controlará si las activi- 
dades públicas o privadas” -obsérvese la amplitud de este tex- 
to- “cumplen con las normas de protección al medio ambien- 


" te”, Evidentemente, uno de los casos que nos ocupa sería el de 


la actividad privada que no cumpliría con las normas de protec- 
ción del medio ambiente y, por lo tanto, sería pasible de san- 
ciones pecuniarias que están establecidas en esta legislación, 
aparte de otra sanción de carácter penal que, eventualmente, 
podría existir. Asimismo a eso habría que agregarle -a través 
del artículo 17 y con las modificaciones que adoptemos- otros 
medios y recursos de carácter administrativo que complemen- 
tarán el fortalecimiento de la protección del medio ambiente en 
estas situaciones. 


Por último, debo decir que estas expresiones son, en pri- 
mer lugar, para abogar por la eliminación del literal 1) de 
esté artículo porque, como lo señalaba el señor Senador Zuma- 
rán, considero que es redundante e inconveniente desde el pun- 
to de vista político en lo que se refiere a la zona franca. 


En segundo término, debo decir que los temas que han 
concitado preocupación en Sala -inquietud que compario- están 
encaminados a través de las normas de la ley, por el artículo 17 
en su redacción actual -más aún si lo ajustamos- y en el artícu- 
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lo 6* de la Ley de Creación del Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor Senador, 


SEÑOR BRUERA. - Formulo moción en el sentido de pro- 
rrogar el término de la sesión -en caso de ser necesario- hasta 
considerar este inciso, debido a que está próxima la hora 20. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Se va 
a votar la prórroga de la hora de finalización de la sesión. 


(Se vota:) 
-17 en 17, Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Si los integrantes de la Comisión aceptan la sugerencia del 
señor Senador Zumarán, no sería necesario votar este inciso, de 
lo contrario, se votará. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor Senador, 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: quiero expresar que 
no volé este inciso porque me han convencido los argumentos 
del señor Senador Zumarán y, en particular, uno brindado por 
el señor Senador Blanco. Dicho señor Senador manifestó -y 
esto me impresionó fuertemente- que, en tanto las leyes nacio- 
nales rigen en las zonas francas, con excepción de aquellas que 
expresamente están incluidas por la Ley de Zonas Francas, 
ahora establecer a texto expreso que una materia que rige en la 
zona franca -donde las autoridades nacionales y los jueces na- 
cionales tienen potestad- está expresamente comprendida pue- 
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de conducir a una interpretación equivocada y peligrosa de este 
proyecto que permita desarrollar la tesis extensiva en cuanto a 
las franquicias que se votaron en aquella ley. Me parece muy 
claro -y en todo caso se tendrá en cuenta la historia fidedigna 
de la sanción de esta ley- que las normas de esta ley rigen en 
las zonas francas porque la ley respectiva no excluye expresa- 
mente esta materia, 


Por esa razón me inclino a votar negativamente esta dispo- 
sición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Si no 
se hace uso de la palabra se va a votar este inciso, 


(Se vota:) 
-7 en 17. Negativa. 
19) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Sien- 
do la hora reglamentaria, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20, presidiendo el señor Senador 
Pereyra y estando presentes los señores Senadores Alonso Te- 
llechea, Arana, Astori, Belvisi, Blanco, Bouzas, Bruera, Ca- 
denas Boix, Cassina, Cigliuti, Clavijo, Olascoaga, Pérez, Pe- 
reira, Ricaldoni y Zumarán). 
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